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Resumen

El tema de investigación es la Gestión Documental en la Administración Pública Colombiana
en el posconflicto. Se plantea como objetivo principal la elaboración de una Guía
Metodológica de fácil aplicación que sirva como herramienta para la autogestión de la
información, control y mejoramiento continuo de los procesos documentales en las entidades
encargadas de llevar a cabo los procesos del posconflicto en Colombia. Para ello, se analizan
las técnicas, los procesos, procedimientos, planes y normas empleadas para la valoración
archivística.
En la actualidad, la carencia de homogeneidad en la aplicación de la técnica de
diagnóstico, la incorporación de la tecnología a los procesos documentales y la adopción de
la gestión de la calidad se constituyen en factores determinantes para el análisis del entorno
de las entidades públicas como sujetos obligados en la adopción de la reglamentación
aplicable en esta materia.

Palabras clave
Gestión Documental, Posconflicto, Administración Pública, Guía Metodológica.

Abstract

The research topic is Document Management in the Colombian Public Administration in
postconflict. The main objective is the development of an easy-to-use Methodological Guide
that serves as a tool for self-management of information, control and continuous
improvement of documentary processes in the entities responsible for carrying out postconflict processes in Colombia. For this, the techniques, processes, procedures, plans and
standards used for archival valuation are analyzed.
At present, the lack of homogeneity in the application of the diagnostic technique, the
incorporation of technology into documentary processes and the adoption of quality
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management are important determinants for the analysis of the environment of public entities
such as subjects obliged in the adoption of the applicable regulation in this matter.

Key Words
Document Management, Postconflict, Public Administration, Methodological Guide.
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Introducción
Uno de los principales retos que deben afrontar las entidades y organizaciones que de alguna
manera están vinculadas al desarrollo de actividades de impacto social en un contexto de
posconflicto, es el de generar valor para la ciudadanía en general, satisfaciendo las
necesidades de reparación integral, reactivación del sector agrícola y desarrollo de escenarios
de diálogo y participación que permitan culminar de manera efectiva con las negociaciones,
y que ayuden a alcanzar la paz.
Hoy en día, en medio de un contexto empresarial bastante dinámico y competitivo, la
información, el manejo de los datos y de los archivos, se ha constituido como el principio
fundamental del mercadeo, ya que se relaciona con el análisis, procesamiento y difusión de
un conjunto de datos que orientan los procesos de toma de decisión. De acuerdo con autores
como Urrutia (2010), Araya y Orero (2014), la implementación de una gestión documental
(GD) adecuada es un elemento clave que deben asumir las compañías, por medio de la
participación efectiva de cada una de las áreas que las componen, para enfrentar las
constantes dinámicas y la evolución del mercado, y para generar un valor agregado a los
clientes, logrando satisfacer sus necesidades, cumplir con sus expectativas y garantizar de
esta manera el crecimiento en efectividad y en utilidades.
Por otro lado, los procesos de toma de decisión hoy en día se caracterizan por tener
un importante carácter informacional, el cual se expresa no solo en la cantidad y calidad de
la información disponible para orientar las decisiones, sino también en el uso que se le da a
la misma para reducir la incertidumbre. Según Jonhak y James (2017), la racionalidad y la
coherencia que tienen las decisiones con las características del entorno, son elementos que
están determinados por el uso de la información, la documentación y el archivo.
En palabras de Rodríguez y Pinto (2017): “La importancia e influencia de la
información como recurso estratégico permiten visualizar la toma de decisiones como un
proceso estratégico e informacional que requiere contar con condiciones objetivas y
subjetivas que optimicen el proceso de decisión.” (p. 177). Sin embargo, mejorar el desarrollo
de la toma de decisiones a partir de la Gestión Documental, con el fin de mejorar el
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procesamiento, almacenamiento y análisis de los datos que provienen del entorno, de la
competencia, de los clientes y de los diferentes agentes interesados, depende de un proceso
en donde se fortalezcan las competencias informacionales del recurso humano, con el fin que
puedan utilizarla y clasificarla de acuerdo con determinados fines y objetivos.
La Gestión Documental es clave en distintos tipos de entidades para realizar de modo
automático, ágil y sencillo, procesos que anteriormente se realizaban de manera manual, con
el fin de simplificar las tareas de recopilación de una información que sea coherente con las
necesidades de la empresa. En este sentido, por medio de la Gestión Documental se
incrementa la calidad de las funciones directivas y gerenciales, apoyando el desarrollo de las
organizaciones a partir de una base confiable de información y conocimientos debidamente
procesados.
En este contexto, las entidades e instituciones del posconflicto deben implementar
como principio básico el desarrollo de una Gestión Documental (GD) que les permitan
enfrentar de manera efectiva los retos que se imponen por medio de la recolección, análisis,
tratamiento y difusión de la información, consolidando así un conocimiento adecuado que se
traduzca en acciones efectivas para la población que ha sido víctima del conflicto armado.
Cabe tener en cuenta que las entidades gubernamentales han experimentado en los
últimos años cambios radicales y sustanciales, debido a factores como el desarrollo de un
nuevo entorno socioeconómico, demográfico y sociocultural, que implica la necesidad de
establecer soluciones ágiles y efectivas que permitan garantizar un buen servicio para la
ciudadanía. Además, las nuevas presiones y retos generados en una etapa de posconflicto
obligan a dinamizar y a mejorar los procesos de respuesta e implementación de proyectos, a
través de la implementación de una Gestión Documental integral y efectiva, que resulta vital
para mejorar su imagen, productividad, atención a la ciudadanía y modernización
Un principio fundamental que deben tener en cuenta todo tipo de entidades, es que lo
que en realidad necesitan para mejorar no es más información, sino unas mejores estrategias
para aprender a utilizar la información disponible. Por tanto, con el fin de usar de manera
efectiva la información disponible relacionada a aspectos de las necesidades de los
ciudadanos en un escenario de posconflicto, a los procedimientos, al entorno empresarial, a
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las dinámicas del mercado y a la satisfacción de las necesidades del consumidor, las entidades
deben realizar una mejor Gestión Documental que les permita analizar, comunicar e
interpretar la información, emprendiendo un proceso en el que aprendan a utilizar los
conocimientos para crear mayor valor agregado.
Teniendo en cuenta la importancia de la Gestión Documental como una manera de
mejorar la eficiencia y la respuesta oportuna de las entidades del posconflicto, el objetivo
central de la presente investigación es desarrollar una propuesta de política pública para la
elaboración de un diagnóstico integral de gestión documental, dirigido específicamente a las
entidades encargadas de llevar a cabo las acciones del posconflicto.
Para la elaboración de dicho diagnóstico, se debe partir de un análisis sobre las
necesidades, cambios y retos planteados en Colombia desde el punto de vista técnico y
normativo, que se ha generado a raíz de escenarios de posconflicto, que establecen nuevos
retos y desafíos a nivel institucional. Seguidamente, es necesario establecer cuáles son las
características generales de los archivos de las entidades encargadas de llevar a cabo acciones
del posconflicto en Colombia, que permite realizar un perfil y una delimitación de la
propuesta de la política pública a desarrollar. Con base en las características identificadas, es
posible definir los elementos a considerar en un diagnóstico integral de gestión documental
en esas entidades, encargadas de llevar a cabo acciones del posconflicto en Colombia. Como
última parte de la investigación para el cumplimiento del objetivo general se plantea
establecer la importancia y pertinencia del desarrollo de una política pública de gestión
documental en Colombia.
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Capítulo I. Planteamiento del problema
1.1.

Caracterización y contextualización del problema

Actualmente en Colombia se vive un proceso de paz en el cual están vinculados las Fuerzas
Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) y el gobierno del actual presidente Juan
Manuel Santos, con el fin de llegar a un acuerdo entre ambas partes para lograr la finalización
definitiva del conflicto, a través del desarme, la desmovilización y la reintegración a la vida
social y laboral de las personas que han estado involucradas en el conflicto.
Luego de la firma de un proceso de paz el gobierno se enfrenta a la necesidad generar
políticas de reintegración en los cuales se incluyan a los desmovilizados a la vida civil en
temas como: educación, vivienda, salud y oportunidades laborales. Para cumplir estos
objetivos, se ha promovido el desarrollo de diversas entidades para el posconflicto, que tienen
la misión de fortalecer un camino seguro hacia la paz, por medio de procesos como la
reintegración, la reparación y la reconciliación. Sin duda alguna, estas entidades requieren de
la aplicación de una Gestión Documental efectiva, que les ayude a mejorar el manejo,
organización, almacenamiento, recepción y uso de la gran cantidad de información que deben
administrar.
La Gestión Documental tiene como objetivos evaluar las necesidades de información
de las entidades, seleccionar y filtrar el conocimiento que es más útil, integrar a las diferentes
áreas en el análisis de la información, y ayudar a las entidades a tomar las decisiones que más
beneficien las actividades y la atención a las necesidades de las personas (Font citando a
Roberge, 2013, p.19-20). En el caso de las entidades gubernamentales, la Gestión
Documental no sólo genera resultados positivos a nivel interno, sino que además apoya y
fomenta el desarrollo social y local a partir del desarrollo de organizaciones de carácter
público más competentes y eficientes.
Teniendo en cuenta lo anterior, es importante aplicar de manera efectiva diagnósticos
integrales de gestión documental en las organizaciones que participan en el posconflicto,
como la Unidad de Atención y Reparación a Víctimas, la Jurisdicción Especial para la Paz y
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la Comisión para el Establecimiento de la Verdad, con el fin de observar y evaluar los
procesos y mecanismos que se han desarrollado con el fin de mejorar de manera continua las
diversas actividades relacionadas con la recopilación, administración, almacenamiento y
gestión de la información.
Por lo tanto, el objetivo central es desarrollar una guía metodológica para la
elaboración del diagnóstico integral de gestión documental, que ayude a mejorar la
autogestión de la información, control y mejoramiento continuo de los procesos
documentales en las entidades encargadas de llevar a cabo los procesos del posconflicto en
Colombia.
En esta línea de investigación se busca un análisis de los fundamentos teóricos de
análisis, la interpretación y clasificación de la información y del conocimiento registrado en
diferentes tipos de fuentes secundarias. De esta manera, se buscará entender a cabalidad lo
que se registra en los documentos de entidades públicas. De igual manera, se busca entender
las formas en las que se han diseñado e implementado en Colombia sistemas e instrumentos
para controlar de forma eficaz las funciones de las unidades de servicios bibliotecarios,
archivísticos y de información.
En términos generales, se busca no solo entender la forma en la que se configura un
texto, en torno a su gestión del conocimiento y la información, sino también cómo actúa la
entidad que lo genera, en el ánimo de analizar su efectividad en el logro de los fines estatales
hacia la población general. En este sentido, se tendrán como temas objeto de estudio, las
políticas públicas y las políticas de conocimiento, además de principios de la gestión
documental de entidades públicas colombianas. Esto surge porque en la presente
investigación se considera a la información y al conocimiento como categorías derivadas de
la organización cultural y política y de las relaciones sociales.
En la medida en la que se estudia la gestión documental, en relación con una acción
eficaz de las entidades de gobierno, se plantea también un análisis del funcionamiento
político de la sociedad y de la forma en la que se cumplen los postulados democráticos de
participación, inclusión y cumplimiento de los fines de mejora de la calidad de vida de la
población (Pulido, 2011; Bernal, 2008).
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Este trabajo de investigación se enmarca dentro de dos objetivos estatales
necesariamente conexos: la creación de una Gestión Documental eficaz y efectiva en la
administración pública, según lo estipulado por la Ley 594 de 2000, con el fin de mejorar los
procesos de finalización y culminación del conflicto armado con las FARC, a partir del
mejoramiento de las funciones de veeduría y acceso a la información clave. En esta medida,
se trata de un trabajo pertinente para el actual contexto nacional. Además, resulta novedoso
en la medida en que se trata de un tema que no ha sido lo bastante profundizado por
académicos.
Hasta el momento, las revisiones en torno al posconflicto se han centrado en las
formas de asociación con normativas propias de la reparación de víctimas (Ley 1448 de 2011)
y las estipulaciones teóricas del Derecho Internacional Humanitario. Se ha obviado casi que
por completo las formas mediante las cuales se hace necesaria una revisión de la Gestión
Documental para lograr cumplir con los fines estatales estipulados en los acuerdos.

1.2.

Justificación

A partir de la expedición de la Ley 594 de 2000 “Ley General de Archivos”, se ha llevado a
cabo por parte del estado colombiano, una serie de actividades encaminadas al cumplimiento
de los principios de eficiencia administrativa y racionalización de trámites, los cuales se
complementan con la incorporación de herramientas tecnológicas a los procesos de gestión
de información, con el fin de brindar pleno cumplimiento a los objetivos, metas y propósitos
gubernamentales en materia de política pública relacionados con la modernización del estado
colombiano.
Así las cosas, la Gestión Documental se ha transformado en una prioridad estrategica
y factor de competitividad para las entidades publicas en Colombia. Por consiguiente, la
adopción de estandares internacionales relacionados con seguridad y privacidad de la
información, se infieren como una necesidad para el manejo eficiente de la documentación
cualquiera que sea su medio de almacenameinto, asi como para asegurar la continuidad de
las instutuciones.
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No obstante a pesar de los esfuerzos realizados en esta materia, el promedio de avance
general del componente de Gestión Documental, desde el desarrollo del Formulario Único
de Reportes de Avances de Gestión – FURAG, según cifras publicadas por el observatorio
del Sistema Nacional de Archivos (2018), es de apenas un 60% para la vigencia 2017.
Dicho contexto, obedece a la falta de planeación estratégica y articulación de la Gestión
Documental a nivel territorial en términos de acceso, cobertura y difusión en las zonas
apartadas del país, donde la falta de apoyo por parte de las directivas, desconocimiento del
componente técnico archivístico y carencia de profesionales calificados son el pan de cada
día.
Lo anterior, sumado a la problemática social, cultural y económica del país,
propenden un escenario coyuntural, que en plena fase de desescalamiento del conflicto
armado ya habiéndose firmado los acuerdos de paz de la habana, obligan al fortalecimiento
de las competencias en materia de gestión documental, por parte de las instituciones públicas
dada la connotación en términos de valor secundario, de la información generada como
producto de los planes y proyectos del estado que incluyen población vulnerable en el marco
del posconflicto.
La no adopción de los criterios señalados anteriormente, favorecerá el desarrollo de
prácticas de corrupción administrativa orientadas a la manipulación de la información, en
función del beneficio de intereses particulares, esto debido a que la información como
conocimiento lleva consigo el concepto de poder. Por lo tanto, es evidente que quienes tienen
la información pueden condicionar a la opinión pública y ejercer el poder de gobernar
(González, 2006).
Así las cosas, el problema sobre el cual se fundamenta la presente investigación gira
en torno a proponer el desarrollo de una política pública que contemple la elaboración del
diagnóstico integral de gestión documental en la administración pública colombiana en el
posconflicto. Lo anterior, en virtud de que los mecanismos actuales empleados para la
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adopción del componente de Gestión Documental en la administración pública colombiana
no resultan ser eficientes en un 100%.
El hecho de la existencia de una política pública de archivos (AGN, 2018), apoya el
hecho del establecimiento de acciones encaminadas al fortalecimiento de la Gestión
Documental en las entidades públicas Colombianas. En este orden de ideas, sin pretender ser
redundantes, el AGN establece que el documento antes citado, se encuentra orientado a
“Promover la organización y fortalecimiento de los archivos del orden nacional,
departamental, municipal y distrital para garantizar la eficacia de la gestión del Estado y la
conservación del patrimonio documental, así como apoyar a los archivos privados que
revisten especial importancia cultural o histórica. Todo esto mediante asesoría, capacitación,
incorporación de tecnologías avanzadas en el manejo de la información archivística y
establecimiento de programas de asistencia técnica y financiera.” (AGN, 2018, p. 19).
Así las cosas, a partir de la Creación de la Unidades Administrativas Especiales
reglamentadas a partir de la Ley 489 de 1998, como organismos con autonomía
administrativa y financiera, orientadas a la ejecución de programas propios de un ministerio
o departamento administrativo >> (Art. 67), actualmente existen para la ejecución de
programas del plan nacional de desarrollo un total de 66, entre las que se destacan la Unidad
de Planificación de Tierras Rurales, Adecuación de Tierras y Usos Agropecuarios, la Unidad
Administrativa Especial de Organizaciones Solidarias, Centro de Memoria Histórica, Unidad
Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Victimas, Unidad
Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, Servicio Público
de Empleo, Fondo de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, la Agencia
Colombiana para la Reintegración de Personas y Grupos Alzados en Armas y la Comisión
de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico, las cuales se encuentran orientadas a
la atención de población vulnerable.
Dichas entidades tendrán una participación preponderante en el escenario del
posconflicto a razón que sus actuaciones se encuentran definidas en el marco de planes,
programas y proyectos orientados a la reincorporación a la vida civil de los desmovilizados,
atención y reparación integral a víctimas y saneamiento básico entre otras. Por consiguiente,
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y bajo este marco será generado un flujo de documentación e información cuantioso el cual
requiere que las entidades que las entidades a su vez, cuenten con los recursos
administrativos, archivísticos, técnicos y tecnológicos necesarios para el adecuado
procesamiento de la información, de tal suerte que está se encuentre organizada y disponible
para usuarios internos y externos. En este sentido, es necesario un curso de acción que parta
del criterio básico para el establecimiento de un conjunto de reglas que constituyan en
acciones orientada a la solución de problemas públicos, para este caso puntual determinar el
estado de las operaciones de Gestión Documental en las instituciones públicas colombianas
en el posconflicto.

1.3.

Delimitación

La presente propuesta se delimita únicamente a lo que tiene que ver con procesos asociados
a la gestión documental. Si bien en el posconflicto existen muchas variables de tipo político,
social, económico y cultural que determinan su desarrollo, lo cual implica el diseño e
implementación de diversas políticas públicas que ayuden a mejorar los procesos de
reintegración, reincorporación, reparación de víctimas, recuperación de territorios y
fortalecimiento de nuevos procesos culturales asociados a la construcción de paz, esta
investigación se enfoca únicamente en la gestión documental, además del acceso y manejo
de la información asociada a los diferentes temas que manejan las entidades del posconflicto.

1.4.

Pregunta de Investigación

¿Es necesario el desarrollo de una política pública para la aplicación de un diagnóstico
integral de gestión documental en las entidades encargadas de llevar a cabo las acciones del
posconflicto desde los cambios y retos planteados en Colombia a nivel técnico y normativo?

Capítulo II. Marco teórico
2.1.

Antecedentes de Investigación

La emisión de la Ley 594 de 2000 sirvió para dinamizar los estudios sobre Gestión
Documental en Colombia, a la par que promovió la creación de programas de posgrado y
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pregrado en Gestión Documental. De esta forma, se tienen trabajos como el realizado por
Zapata (2006), para la época presidente de la Sociedad Colombiana de Archivistas, quien ha
establecido una relación entre una inadecuada normatividad de archivo y la prevalencia de la
corrupción en el país. Para Zapata (2006), la creación de guías prácticas y sencillas sirven no
solo como focos para una acción pública más eficiente y eficaz sino también como formas
de prevenir la inserción inadecuada de documentos, su falsificación o cambios no legales por
parte de funcionarios públicos o personas privadas.
Sierra (2006), ante la falta de una normativa archivística clara a nivel nacional, aporta
posibles soluciones que puedan ser buscadas por las instituciones nacionales, en la forma de
inclusión de Cuadros de Clasificación Documental (CCD). Para Sierra (2006) el país necesita
mucho más que guías presentadas por el Archivo General de la Nación para adelantar la
clasificación documental dentro de los procesos de Gestión Documental en el marco de la
Ley 594 de 2000, pues estos son claves para mantener un archivo que facilite la eficiencia.
Además, establece que los Cuadros de Clasificación Documental pueden permitir la cohesión
del archivo a lo largo de la vida de una entidad administrativa. Esto quiere decir los
académicos del país empezaron a exigir un análisis investigativo y normativo en todos los
aspectos de la Gestión Documental.
Por su parte, Zapata (2008) hace un recuento de la forma en la cual se forman a los
archivistas en el país, tanto en los ámbitos formales como informales. Zapata (2008) resalta
el auge en procesos de formación archivística, particularmente en Bogotá, Medellín y
Armenia, donde se concentra la mayoría de oferta para Pregrado y Posgrado en esta área en
el país. Así mismo, presenta un panorama de creciente preocupación en el tema archivístico
en el país, particularmente a partir de las iniciativas del Archivo General de la Nación. Esta
investigación muestra los inicios de la realidad actual, años cruciales para la creación de
programas en Gestión Documental y Archivística en el país.
En relación con el panorama planteado por Zapata (2008), se tiene el artículo de
formulación e investigativo de Molina y Gaviria (2010) sobre la creación de la Maestría en
Ciencia de la Información de la Escuela Interamericana de Bibliotecología de la Universidad
de Antioquia, que funciona desde 2011. Aunque este sea un artículo de formulación, se
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desprende también de un proceso de investigación sobre las formas en las cuales se forma en
archivística en el país, en relación con las necesidades nacionales en la materia.
Para Molina y Gaviria (2010) es claro que el país se preparó para recibir la segunda
década del siglo XXI con una nueva mirada sobre la Gestión Documental, y el manejo de la
información y el archivo, cuyas preocupaciones deben ser atendidas por la Academia, para
favorecer la investigación, particularmente interdisciplinaria. Esta situación pone de
manifiesto la necesidad de investigar y de mantener siempre una mirada analítica sobre los
procesos y la normativa misma, que ayude a lograr la eficiencia de las entidades estatales;
necesidad en la que se inserta el presente estudio.
Sierra y Giraldo (2010) se encargaron de hacer una revisión bibliográfica de las formas
en las que se estableció la normativa archivística en Colombia entre 1989 y 2008. Esta fue
una investigación cualitativa con enfoque descriptivo y documental. En esta investigación,
se lograron identificar fallas en torno a la ambigüedad de los términos empleados en las
normativas, “la polisemia, el uso indiscriminado de términos provenientes de lenguas
extranjeras y la creación de neologismos que no considera los patrones morfosintácticos” (p.
401). Esto, entonces, permite ver que la creación de términos propios de la Gestión
Documental en la normativa colombiana no ha estado apegada a las realidades propias del
país, lo que ha incurrido en su inoperancia.
Zapata (2012), por su parte, se adentra en las revisiones sobre los procesos de Gestión
Documental de instituciones públicas nacionales. Así, revisa el proceso de Gestión
Documental en lo que respecta al gobierno en línea de Bogotá DC. Para este investigador,
esta institución no logró aprovechar las posibilidades dadas por los sistemas de información
digitales, a la vez que no incorporó procesos eficientes de Gestión Documental que lograran
un manejo efectivo de la información. Por esta razón, el autor asegura que es necesario
proponer mejoras en este aspecto. Este hecho permite evidenciar una preocupación por las
formas en las que el país se ha entrado en las posibilidades del gobierno en línea; poniendo
el eje de preocupación sobre la dinamización de la Gestión Documental a partir del uso,
aprovechamiento y apropiación de las Tecnologías de la Información.
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Henao, Pérez y García (2013) adelantaron un proceso de revisión de la Gestión
Documental dentro de la Policía Nacional de Colombia. Para los autores resultó clave que
este organismo de las fuerzas estatales virara de una visión clásica y estructuralista, con un
enfoque militar, hacia una Gestión Documental sistémica e integral, a través de la cual se
mejoraron procesos y productos. Henao et al. (2013) muestran que esta modificación de la
Gestión Documental permitió que la Policía Nacional adquiriera una eficiencia en sus
procesos con la que no contaba desde la década de los 70, momento en que esa entidad entró
en crisis operativa y de legitimidad.
El Archivo General de la Nación “Jorge Palacios Preciado” (2016) llevó a cabo el
desarrollo de la política pública de archivos, mediante la cual se propone fortalecer y
actualizar los lineamientos relativos tanto a la salvaguarda del patrimonio documental
colombiano como a la modernización de los archivos públicos. Lo cual no resultó suficiente
a razón que, en conjunto con el Centro de Memoria Histórica (2017), fue publicado el
Protocolo de Gestión Documental de los archivos referidos a las graves y manifiestas
violaciones a los DH, e infracciones al DIH, ocurridas con ocasión del conflicto armado
interno. El cual propone desde el punto de vista de la gestión documental, reconocer la
importancia de los archivos como instrumento de lucha contra la impunidad y la garantía de
los derechos de las víctimas, así como los riesgos de destrucción, adulteración o suplantación
que éstos enfrentan.

De acuerdo con lo anterior, este estudio permite ver, entonces, que la Gestión Documental
no es importante solo para la eficiencia, sino que puede ser también un medio para permitir
la legitimidad social de una organización del Estado. Esto es particularmente importante para
aquellas organizaciones que se formaron en ocasión de los Acuerdos de Paz y el
establecimiento de un Acuerdo del posconflicto, debido al reto que implica esta acción y los
detractores que tiene esta iniciativa que, si se considera en relación con los resultados del
Plebiscito por la Paz, sería cerca de la mitad de la población adulta que asiste a comicios. Por
esta razón, una Gestión Documental en el posconflicto se hace urgente y necesaria.
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2.2.

Estado del arte

A la fecha es el Archivo General de la Nación, la entidad pública que se ha encargado de
diseñar y presentar manuales y guías para la organización de archivo y la gestión documental
con el objetivo de responder a la implementación de políticas públicas. Sin embargo, no se
han adelantado investigaciones que se hayan aproximado concretamente al diseño de un
diagnóstico integral del modo como se está implementando la gestión documental con el
ánimo de cubrir las necesidades que presentan los cambios y retos que significa un escenario
de posconflicto en Colombia. Es importante recordar, como se dijo en el recuento de los
antecedentes, que es alarmante el vacío que hay en cuanto a implementación de las
tecnologías de la información y la comunicación por parte del gobierno en la gestión de sus
archivos. De acuerdo con esto, a continuación, se presentan las investigaciones que han
estado más cerca al estudio de la temática propuesta o que han dilucidado la importancia del
desarrollo de una política pública en gestión documental en el marco del posconflicto.
En 2017 el Archivo General de la Nación y el Centro de Memoria histórica publicaron
el “Protocolo de Gestión Documental de los archivos referidos a las graves y manifiestas
violaciones a los derechos humanos, e infracciones al derecho internacional humanitario,
ocurridas con ocasión del conflicto armado interno” en cumplimiento de las disposiciones de
la Ley 1448 de 2011, denominada la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras. En este
documento se manifiesta de manera explícita la importancia fundamental que tienen los
archivos y su gestión “como instrumento de lucha contra la impunidad y la garantía de los
derechos de las víctimas, así como los riesgos de destrucción, adulteración o suplantación
que éstos enfrentan” (AGN, 2017, p.6). En el marco de la Ley 1448, la responsabilidad
principal del AGN es brindar las bases teóricas, la normatividad técnica y jurídica que
permita el uso adecuado de los archivos públicos así como su “organización, transferencia y
conservación”. (AGN, 2017, p.6).
El procedimiento llevado a cabo para la realización del protocolo fue a través de un
convenio interadministrativo conformado por un equipo técnico de funcionarios de la
Dirección de Archivo de los Derechos Humanos del CNMH y la Subdirección del Sistema
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Nacional de Archivos del AGN. Se elaboró un primer documento que fue sometido a
revisión, evaluación y comentarios por los encargados: posteriormente, se consolidó el
documento final cuyos fundamentos se encuentran en las definiciones del Derecho
Internacional de los Derechos Humanos, del Derecho Internacional Humanitario, haciendo
énfasis en los protocolos 1 y 2 de Ginebra y el Derecho Penal Internacional (AGN, 2017).
El Protocolo presenta el marco de gestión, las medidas de gestión documental para
los archivos, las cuales siguen también medidas específicas para cada etapa de la gestión. Su
objetivo general es establecer las medidas que las entidades públicas y los demás organismos
regulados por la Ley 594 de 2000 deben adoptar en lo referido a los archivos de derechos
humanos. Las medidas de gestión documental están configuradas a partir de cuatro ejes:
protección, valoración, preservación, acceso y difusión. Estos ejes se especifican en orden a
los ámbitos de aplicación de la gestión en relación con las instituciones, las personas y los
archivos beneficiaros de esta. Así mismo se presentan los criterios para identificar los
archivos que entrarán en el marco de la gestión
El Protocolo de Gestión Documental es un documento importante para esta
investigación porque viene ser el principal referente acerca de los criterios para identificar
los archivos que entran a ser considerados parte del escenario del posconflicto, también
contribuye en la caracterización de las entidades públicas relacionadas con el posconflicto, y
sugiere las medidas de gestión documental a diagnosticar.

2.3.

Marco de Referencia

2.3.1. La Gestión Documental (GD)

La Gestión Documental es el medio que garantiza la elección racional y la eficiencia de las
acciones gubernamentales (Zapata, 2006). Según Russo (2009), es clave en todos los
procesos estatales, incluyendo acciones gubernamentales “ordinarias” políticas públicas y
actividades “extraordinarias”. Las actividades gubernamentales “ordinarias”, en el presente
trabajo, se entienden como aquellas que han sido encomendadas a los funcionarios públicos
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elegidos por mérito, nombramiento libre o elección popular, y que se encuentran consignadas
en la Constitución o en los Manuales de Trabajo de las diferentes entidades públicas.
Es decir, son aquellas que han sido previstas: compras públicas, pagos de
funcionarios, asignaciones presupuestales a entidades públicas, construcción de obras
públicas, etc. En contraste, las actividades gubernamentales “extraordinarias” se entenderán
como aquellas que surgen de situaciones extremas que no han podido ser previstas ni política,
social, económica, cultural o ambientalmente. Son aquellas que no se han identificado
previamente, pero para las que se espera que el Estado esté preparado.
Las políticas públicas son aquellas medidas de gobierno que se inscriben dentro de
un plan de acción derivado de un problema particular que amerita especial atención (Aguilar
et al., 2007; Knoepfel, Larrue, Subirats y Varone, 2008). En estos tres tipos de acciones de
gobierno es necesaria la Gestión Documental, pues en todas es compulsiva la generación de
documentos, los cuales deben ser accedidos de forma rápida para lograr una acción efectiva
y eficiente. En cualquiera de los casos, el que la información no esté disponible en tiempo
real puede ser una causa de detrimento de la administración pública. Esto teniendo solo en
cuenta las técnicas de Gestión Documental, relacionadas específicamente con el archivo,
cuidado, mantenimiento y posibilidad de generación de documentos.
La GI se puede definir claramente como el compendio de “actividades relacionadas
con la obtención de la información adecuada, a un precio adecuado, en el tiempo y lugar
adecuado, para tomar la decisión adecuada” (Aja, 2002, p. 2). Es crucial y obligatoria por
dos razones principales. En primer lugar, porque en la actualidad, vivimos en lo que puede
llamarse una “era de la información” en la que hay una explosión de posturas, ideas,
ideologías, conocimientos y apreciaciones subjetivas y sociales que circulan en todo
momento por diferentes medios virtuales o en su materialidad física (periódicos, medios de
comunicación, redes sociales, internet) en formatos de video, texto, audio o imagen (Castells,
2001).
La era de la información está caracterizada por procesos de “informalización,
globalización, interconexión, construcción de identidad, crisis del patriarcado y del Estado-
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nación” (Castells, 2001, p. 26). Para Castells (2001) se trata de una era que pone en jaque las
estructuras tradicionales de la organización humana (patriarcado y Estado-nación), porque
estas se han anclado a formas poco modernas de manejo de la información. Por esta razón,
para los Estados se hace obligatorio considerar una nueva forma de GI que le permita subsistir
en un medio hiperconectado y sobresaturado.
Parte de la solución ha venido con la necesidad de hacer más transparente a la gestión
pública con la obligatoriedad de compartir la información necesaria para el cumplimiento de
sus procesos, de manera que pueda ser manejada por los ciudadanos, quienes podrán ejercer
veeduría a partir de ellos (Pulido, 2011). En este sentido, la GI se ha hecho un asunto central
en la consecución de los fines democráticos.
En este sentido, consideran que el acceso a la información es un derecho de los
ciudadanos y una obligación de los gobiernos. Es obligación de los Estados el proveer un
modelo de GI que la haga accesible a la comunidad. Sobre las acciones gubernamentales para
facilitar el acceso a la información, la OEA (2003) ha resuelto:
1.

Reafirmar que toda persona tiene la libertad de buscar, recibir, acceder y

difundir informaciones y que el acceso a la información pública es un requisito
indispensable para el funcionamiento mismo de la democracia.
2.

Reiterar que los Estados tienen la obligación de respetar y hacer respetar el

acceso a la información pública a todas las personas y promover la adopción de
disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para asegurar su
reconocimiento y aplicación efectiva.
3.

Instar a los Estados Miembros a que tengan presente los principios de acceso

a la información al momento de elaborar y adaptar su legislación en materia de
seguridad nacional.
4.

Alentar los esfuerzos de los Estados Miembros para que, a través de su

respectiva legislación nacional y otros medios apropiados, adopten las medidas
necesarias para facilitar la disponibilidad electrónica de la información pública.

25

5.

Encomendar al Consejo Permanente que promueva la realización de seminarios

y foros conducentes a promover, difundir e intercambiar experiencias y
conocimientos relativos al acceso a la información pública con el fin de contribuir con
los esfuerzos de los Estados Miembros en su plena implementación.
6.

Encomendar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que, a

través de la Relatoría para la Libertad de Expresión, continúe incluyendo en su
informe anual un informe sobre el acceso a la información pública en la región. (p.
64-65)

2.3.2. Gestión Documental y eficiencia y eficacia de la administración pública
De acuerdo con las apreciaciones de Russo (2009), la Gestión Documental representa un
esquema de información accesible a muchos usuarios, que pueden utilizarla con distintos
fines siempre y cuando existan unos procesos confiables y seguros que permitan no solo
acceder a la información, sino también hacer uso de ella. Todos los diferentes tipos de
entidades que existen, ya sean de tipo público o privado, experimentan pérdidas de
información constante debido a varios factores, entre los que se encuentran la ausencia de
mecanismos y metodologías de Gestión Documental que les permitan guardar, administrar y
conservar sus archivos. No conocer ni aplicar metodologías que les permitan difundir la
información de manera óptima, y no emplear técnicas que les ayuden a clasificar y a describir
la información en las bases, dificulta en gran medida su acceso y utilización por parte de la
población.
La principal consecuencia que enfrentan las entidades que no cuentan con
metodologías y técnicas adecuadas de Gestión Documental que les permitan conservar,
clasificar y describir de una manera segura y eficiente su información, es que los datos
necesarios no se ubican en el momento adecuado, generando demoras e inconsistencias en
las respuestas que se le dan a los ciudadanos, y en la imposibilidad de satisfacer sus
requerimientos de información. Por otro lado, si los datos no se organizan electrónicamente
por medio de técnicas efectivas, es posible que la información contenida en ellos se pierda,
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y que muchos de los trámites particulares de las entidades no se puedan efectuar, lo cual va
en detrimento de su imagen institucional (Sierra y Giraldo, 2010).
Según las palabras de autores como Fernández y Ponjuan (2008), la administración
de activos de información gira en torno a la armonización de la Gestión Documental asociada
al conocimiento preciso del estado actual de los procesos administrativos y legislativos de
las entidades públicas, lo cual permite gestionar la información de manera adecuada,
promover una retroalimentación constante, mejorar continuamente los procesos, y formular
sistemas para la preservación y recuperación de los archivos de manera óptima.
De acuerdo con Moner (2006), la calidad de gestión de información refleja la gestión
administrativa de las entidades e instituciones. A pesar de ello, a la organización sistemática
por medio de estructuras y metodologías de Gestión Documental muchas veces no se le da
la importancia necesaria, pues no se incluye en la estructura orgánica de las entidades, lo que
implica que no se inviertan los recursos económicos necesarios para su buen funcionamiento,
y no se provea un personal capacitado para su óptimo manejo y administración.
Otra de las problemáticas que afrontan las personas e instituciones en torno al tema
de la Gestión Documental, explica Eíto (2000), está directamente asociada a la carencia de
un proceso de valoración de la información que cumpla con las necesidades planteadas desde
el marco normativo, funcional y estructural de las entidades, generando altos niveles de
ineficiencia administrativa, ante la incapacidad de proteger y preservar los intereses de los
usuarios.
Ahora bien, en un contexto de cooperación internacional la gestión de la información
se ha establecido como un elemento fundamental (OEA, 2003). Esto quedó definitivamente
claro en el funcionamiento de los Tribunales Penales Internacionales para Ruanda y la Ex
Yugoslavia, que trabajaron bajo principios de cooperación mutua en el proceso de definir las
condenas de las personas involucradas en virtud del daño causado (Garay, 2015). En este
proceso, los funcionarios de los tribunales tuvieron que adelantar un proceso de Gestión
Documental, GI y GC que hiciera efectiva la participación entre cada uno de ellos, para una
aplicación de la justicia más eficaz y equitativa a la luz del Derecho Internacional.
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Sin duda alguna, de no haber desarrollado criterios eficientes de Gestión Documental
(GD), Gestión del Conocimiento (GC) y Gestión de Información (GI), se puede decir que los
logros destacables de estos tribunales penales internacionales pudieron no haber afectado
positivamente la definición de qué se considera en términos expresos las diferentes
condiciones que se consideran dentro del Derecho Internacional Humanitario.
2.3.3. Importancia de las guías metodológicas para la Gestión Documental

Todas las entidades que manejan información pública reúnen conjuntos de datos
almacenados por medio de una estructura y un sistema determinado, con el fin de satisfacer
las necesidades y requisitos de organización y difusión de la información. Son dos los
principios que caracterizan normalmente a estos conjuntos de datos: en primer lugar, que la
información que posee puede ser usada por muchos usuarios al mismo tiempo, los cuales
tienen el mismo acceso a la información que se halla dispuesta y estructurada, y en segundo
lugar, que los datos y las descripciones que contiene pertenecen a los intereses de toda la
entidad (Russo, 2009).
El hecho de que las entidades manejan esquemas de información, accesible a muchos
usuarios, exige la necesidad de implementar guías metodológicas de Gestión Documental,
con el fin de proteger los datos, evitar que la información sea manipulada por usuarios no
autorizados y mejorar la eficiencia en los procesos de recopilación, análisis y búsqueda de la
información. (Zapata, 2008).
Los datos se convierten en información cuando pasan de ser un conjunto abstracto de
documentos, a representar una solución concreta que ayuda a responder a las necesidades
particulares de la población. Por lo tanto, los datos y los documentos que estructura y
organizan mediante las metodologías de Gestión Documental, deben poseer una alta calidad
para garantizar su uso y su implementación adecuada.
En el contexto actual, explican Rodríguez y Pinto (2017) caracterizado por una
necesidad cada vez más fuerte de acceder a distintos tipos de información en el nivel político,
social y económico de una manera ágil y eficaz, la Gestión Documental y sus metodologías
se han consolidado como una herramienta fundamental para organizar, tratar y estructurar
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los datos y la información, con el fin de facilitar su acceso a los usuarios, por medio de
procesos, mecanismos y estructuras que faciliten la sistematización y organización de los
procesos.
Por otro lado, cabe tener en cuenta lo expuesto en la Ley 594 de 2000, Título V,
Artículo 21, en el cual se expresa que todas las entidades público o privadas tienen la
obligación de desarrollar un sistema, plan o programa de gestión documental, con el fin de
garantizar un manejo y gestión adecuado de la documentación. Específicamente, en el sector
público la falta de programas o metodologías de Gestión Documental pueden influir
negativamente en la respuesta que se les da a los ciudadanos, en la efectividad para atender
a las necesidades de la población y en el desarrollo de una imagen negativa que repercute
drásticamente en el desarrollo y orientación de las políticas públicas.
Por otra parte, el otro tipo de población se relaciona con las organizaciones, tanto a
nivel interno como en su relación con otras organizaciones, bien sean públicas o privadas, ya
que es necesario que los funcionarios tengan acceso no solo a los documentos, sino a formas
eficientes de identificación de la información para cumplir con su labor.
El Centro Nacional de Memoria Histórico (2017), ha desarrollado un protocolo de
gestión documental, en el cuales se explica que todas las entidades relacionadas con el
posconflicto colombiano deben desarrollar metodologías y estrategias de control y
organización de la información, reconociendo la importancia de los archivos como un
instrumento útil para lucha contra la impunidad y la garantía de los derechos de las víctimas.
En particular, se definen los principios que deben orientar la Gestión Documental en este tipo
de entidades, los cuales se presentan en la tabla No. 5.
2.3.4. Posconflicto y Gestión Documental.

En el marco del posconflicto, tema que atañe a la presente investigación se tienen pocas
investigaciones, lo cual se puede deber a que esta es una situación coyuntural que solamente
se definió de manera clara en noviembre de 2016. A pesar de la cercanía de la ratificación de
los Acuerdos de Paz con las FARC-EP, la academia colombiana adelantó estudios para
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pensar el posconflicto, y desde la teoría de la Gestión Documental, aunque en menor medida,
se realizaron algunos.
Así, se tiene la investigación de Flórez (2013), en la cual el autor revisa la forma en
la que la Gestión Documental se relaciona con la creación de una memoria histórica y el
cumplimiento de las estipulaciones legales propias. En su trabajo, Flórez (2013) resalta que
no se ha tratado de forma clara el papel de la Gestión Documental en el posconflicto, ni se
han establecido principios de acción ni estrategias que permitan orientar los procesos de
archivo y gestión de los diversos documentos e información relevante.
La especificidad de la información contenida en los archivos de derechos humanos
y memoria histórica […] ni su conceptualización, alcance y contenido […], tal vez
invisibilizados por la violencia misma o por la masa documental de la administración
burocrática del Estado, que obliga a las entidades a organizar su información, sin la
reflexión de los impactos que pueda llegar a tener la valoración documental necesaria
por la ingente producción documental en su gran mayoría trámite, pero pensada no
para preservar, sino para eliminar documentación como derrotero simplemente
económico o administrativo, con criterios cuantitativos básicos que puedan llegar a
desconocer las voces silenciadas por la violencia y el poder. (p. 51)
Los resultados de esta investigación dejan entrever un gran problema en el marco del
posconflicto que debe ser tratado de manera urgente, si se quiere que se cumplan los objetivos
pautados.
Se tiene también la investigación realizada por Patiño (2014). Para este autor resulta
clave entender que la Gestión Documental en el marco del posconflicto no es solo una forma
de garantizar una acción eficiente de las entidades estatales, sino, principalmente, un medio
para permitir la posibilidad de construcción de una memoria histórica en el marco de las
acciones administrativas y de llevar un seguimiento del cumplimiento con la garantía de los
Derechos Humanos. De igual forma, Patiño (2014) entiende que, a través del uso de TIC en
los procesos de Gestión Documental de las entidades, se propende por el tránsito variado y
la multiplicación del sentido de la información, lo que puede ser entendido como una forma
de velar por que la población en general, y en particular a las víctimas, atienda y verifique
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los procesos que se llevan a cabo; a la vez que se posibilita la investigación social en el
posconflicto.
Giraldo-Lopera (2017) mantiene una postura similar a la de Patiño (2014). GiraldoLopera (2017) resalta cuatro enfoques que relacionan los archivos, los derechos humanos y
la memoria colectiva dentro de la literatura de la Gestión Documental en Colombia y el
mundo, los cuales son:
1) La concepción del archivo como evidencia de violaciones a los derechos humanos.
2) La revisión crítica del rol que cumplen los documentos, los archivos y los
archivistas en la construcción de la memoria colectiva.
3) La justicia social como guía orientadora de la praxis archivística.
4) Los archivos como lugares de memoria y territorios de disputa acerca de los
distintos sentidos del pasado. (Giraldo-Lopera, 2017, p. 125)
Esto quiere decir que archivos y derechos humanos se encuentran en una estrecha relación
que motiva la praxis y que obliga a detenerse a pensar en las implicaciones de la Gestión
Documental. Si bien los estudios de Patiño (2014) y Giraldo-Lopera (2017) no se enfocaron
en proponer un proceso de Gestión Documental para entidades nacionales y se mantuvieron
en el marco de las generalidades teóricas, sus estudios muestran la responsabilidad del
archivista en el posconflicto. En el presente trabajo, teniendo esto en cuenta, se busca
proponer uno de los primeros procesos de Gestión Documental para entidades encargadas
del posconflicto en Colombia.
2.3.5. Entidades del posconflicto en Colombia

Las entidades creadas para el posconflicto en Colombia tienen la función de adelantar y
organizar todo lo relacionado con la reparación integral de las víctimas y el desarrollo de
escenarios de diálogo y conciliación. Se destaca La Unidad para la Atención y Reparación
Integral a las Víctimas (UARIV, cuya función es la de coordinar la relación de las víctimas
con el Estado; la Jurisdicción especial para la paz, que se relaciona con la aprobación de
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amnistías e indultos, además del análisis de los procesos y la situación de los prisioneros
políticos. También se integra la Reforma Agraria Integral, cuya función es la de promover la
trasformación estructural del campo, con el fin de generar beneficios para la población
campesina.
Por otro lado, se encuentra la Comisión para el Establecimiento de la Verdad, la
Convivencia y la No Repetición (CEV), que de contribuir en el esclarecimiento de los hechos
delictivos que se generaron en medio del conflicto armado en Colombia. Finalmente, se
encuentra la Unidad de Búsqueda de personas dadas por desaparecidas en el contexto y en
razón del Conflicto Armado (UBPD), que busca escalecer lo acontecido a personas que
fueron dadas por desaparecidas en razón del conflicto armado.
Ahora bien, es importante tener en cuenta que en Colombia no existe como tal
especificaciones técnicas y normativas sobre gestión documental que deben cumplir las
entidades encargadas de llevar a cabo acciones del posconflicto en Colombia. Por ello, es
importante remitirse a otro tipo de disposiciones que se han desarrollado en el país para
promover la Gestión Documental. En particular, es importante tener en cuenta la Ley 1712
de 2014 y de su decreto reglamentario (1081 de 2015), tiene la finalidad de apoyar el
cumplimiento de las principales disposiciones de Ley de Transparencia y del Derecho de
Acceso a la Información Pública Nacional, a través de cuatro herramientas, que son:
1. Guía de caracterización de usuarios, ciudadanos y grupos interesados: Su
objetivo es orientar el diseño y aplicación de ejercicios que permitan caracterizar
ciudadanos, usuarios o grupos de interés.
2. Guía de instrumentos de gestión de información pública: Su objetivo es
desarrollar lineamientos prácticos para el desarrollo de los instrumentos de gestión
de información pública exigidos.
3. Guía para responder a solicitudes de información pública: Esta guía permita
mejorar las respuestas a solicitudes de información pública que reciban los sujetos
obligados por la Ley 1712 de 2014.
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4. ABC para la implementación de un programa de gestión documental: Se
define una ruta metodológica en el Manual para la implementación de un Programa
de Gestión Documental, como base para la implementación de la Ley 1712 de 2014.
Como se puede apreciar, en el país sí se han contemplado especificaciones técnicas y
normativas para orientar la Gestión Documental de entidades que manejan información
pública. Sin embargo, no se ha realizado ningún avance en cuanto a lo normativo para
orientar las funciones y requerimientos técnicos específicos para las entidades del
posconflicto en Colombia, lo cual reitera la necesidad de establecer una guía metodológica
que aporte en la elaboración del diagnóstico integral de gestión documental en la
administración pública colombiana en el posconflicto.

2.4.

Objetivos

2.4.1. Objetivo general

Formular una propuesta de política pública para la elaboración del diagnóstico integral de
gestión documental en la administración pública colombiana en el posconflicto.

2.4.2. Objetivos específicos



Revisar los antecedentes nacionales e internacionales sobre política de gestión
documental.



Establecer los aspectos generales de los archivos.



Definir los componentes a considerar en un diagnóstico integral de gestión
documental.
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Definir los elementos que deben hacer parte de la política pública para la elaboración
del diagnóstico integral de gestión documental.

Capítulo III. Metodología
El curso de la investigación se desarrollará a partir de un estudio cualitativo, con un enfoque
descriptivo, empleando métodos de recolección de datos, los cuales deben cumplir con el
propósito de explorar y evaluar aspectos, dimensiones o componentes del fenómeno que se
investiga, el cual es, en este caso, las características generales de los archivos de las entidades
encargadas de llevar a cabo acciones del posconflicto en Colombia.
Un estudio cualitativo sobre esta cuestión específica debe basarse en la selección de
una serie de cuestiones, a través de la información recopilada, los datos y las referencias, las
cuales se analizarán encontrando las relaciones precisas que se dan entre ellas y la manera en
que se complementan y se vinculan dentro del marco general del estudio.
Las referencias teóricas ofrecen la oportunidad de realizar una medición de los
atributos del fenómeno por el cual se investiga, ofrece distintas perspectivas y
aproximaciones que son la base para construir un conocimiento adecuado sobre los
conceptos, definiciones y problemas que serán tenidos en cuenta. Por lo tanto, el diseño de
la investigación cualitativa y descriptiva surge a través de la comprensión y el análisis de las
referencias, que abordan los conceptos relacionados con la Gestión Documental de las
entidades del posconflicto.
El propósito de una investigación con enfoque descriptivo es explicar de modo
sistemático las características de una población, situación o área de interés. Por otra parte, el
carácter descriptivo requiere que el estudio se oriente por la mayor precisión posible,
mediante un muy buen conocimiento del área que se investiga, para poder formular las
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preguntas específicas que se buscan responder. Teniendo en cuenta que el método
investigativo empleado es de orden cualitativo y corresponde a la investigación documental,
se brinda alcance a los objetivos específicos dado que este método permite, en ausencia de
un lenguaje común, la confrontación las diferentes, hechos teorías y acepciones referentes a
un concepto o tema en común.
Por consiguiente dado el contexto de la pregunta de investigación se considera
pertinente para la definición de los conceptos que permitan delimitar y objetar el diagnóstico
de gestión documental como herramienta para la planeación estratégica, desde el análisis de
las normas técnicas, así como Leyes, Decretos, Acuerdos y demás reglamentación
complementaria, definiendo propiamente las características de un diagnóstico integral desde
la perspectiva de la gestión documental como un sistema institucional. La propuesta de guía
metodológica para la aplicación del diagnóstico integral de gestión documental se constituye
en una herramienta para la cuantificación, medición y análisis de la información institucional.
Por último, a través del análisis de los cambios normativos surgidos a partir de la
expedición de la Ley 594 de 2000 y de las normativas del posconflicto (Ley 1448 de 2011 y
Acuerdos de Paz con las FARC) se buscan entender las necesidades particulares en Gestión
Documental.

3.1.

Enfoque, tipo y método de investigación

Categorías y sub- categorías de análisis
En la tabla No. 1 se muestran las categorías de análisis para el desarrollo de la investigación.
Tabla 1. Categorías y descripción
Categoría

Descripción

Entidades, Procesos e Información en el

En esta categoría se analizan los diferentes

Marco del Posconflicto.

tipos de entidades que han sido creadas en
Colombia, con el fin de apoyar el proceso y
los objetivos del posconflicto. Para ello, se
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describen y analizan las entidades creadas
en el marco de la Ley 1448 de 2011, las
entidades creadas tras la aprobación de los
acuerdos de Paz, y aquellas organizadas
mediante los Decretos 588 y 589 de abril de
2017. El objetivo de esta categoría también
es observar algunos elementos generales de
la gestión documental en cada entidad.

Política Publica

En esta categoría se analizan elementos y
componentes de una política pública, así
como los antecedentes existentes en materia
archivística y de Gestión Documental. El
objetivo

de

esta

categoría

es

la

determinación de los elementos de nivel
técnico con los cuales debe contar una
política de Gestión Documental para el
contexto colombiano.
Diagnóstico integral de Gestión

En esta categoría se analizan elementos,

Documental

pasos y consideraciones que deben existir
en un diagnóstico Integral de Gestión
Documental, con el fin de poder realizar un
diagnóstico sobre la forma en que se
administran

y

gestionan

los

datos,

documentos e información por parte de las
entidades del posconflicto que han sido
mencionadas en la primera categoría.
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Armonización de la Gestión Documental

Esta categoría es clave para reconocer y

con los Planes y Sistemas de Gestión en

explicar la importancia de armonizar la

las Entidades del Posconflicto

Gestión

Documental

con

los

planes,

actividades y funciones de las entidades del
posconflicto. A través del desarrollo de las
tres categorías mencionadas, es posible
plantear

el

desarrollo

de

la

guía

metodológica para la aplicación de un
diagnóstico integral de gestión documental
en las entidades encargadas de llevar a cabo
las acciones del posconflicto.
Fuente: Elaboración del autor.

3.2.

Técnica e instrumentos de recolección de datos

Técnica de análisis de información
3.2.1. Revisión de literatura.
Con la finalidad de obtener un amplio panorama de las diferentes visiones y análisis sobre el
tema que se trabaja, se emplea el método de la recolección documental. Conforme al tipo de
investigación descriptiva, el análisis de diversos tipos de documentos analíticos y
descriptivos es vital para desarrollar un estudio pertinente, ya que ofrece un análisis adecuado
sobre los conceptos relevantes que se involucran dentro de la pregunta que se ha formulado.
A partir de la técnica de la revisión de literatura se pueden desarrollar las premisas y
los objetivos del presente estudio. Este método, enfocado en las bases de una investigación
cualitativa, precisa de la búsqueda y selección de teorías, conceptos, hipótesis y
proposiciones que partan de investigaciones previas y que permitan desarrollar una posterior
interpretación sobre el problema. En este contexto, los aportes teóricos sobre conceptos como

37

análisis del discurso, mensaje y enunciado, permitirán orientar el desarrollo de la
investigación.
Los aportes teóricos que estudien y analicen los conceptos relevantes al interior de la
investigación son útiles para desarrollar una interpretación particular del problema. Por
medio de este enfoque se posibilita el estudio de otras investigaciones previas, para que,
partiendo de dicha interpretación, se propongan nuevas preguntas, ideas y reflexiones. De
esta forma, la interpretación de los textos referenciados permite analizar desde una óptica
distinta el problema que se ha planteado, introduciendo nuevos elementos y cuestionamientos
a partir de la manera en que se desarrollan y analizan los distintos conceptos. Por último, el
enfoque utilizado permite analizar las relaciones existentes entre los diferentes textos que son
objeto de estudio, así como sus aspectos en común y la manera en que se vinculan.
En conclusión, la revisión documental aporta los elementos que determinan una
sistematización e interpretación del problema, un seguimiento adecuado de los conceptos que
son claves para entender el problema que se ha planteado. Las referencias, por otro lado,
permiten actualizar o adaptar los planteamientos derivados de investigaciones y estudios
efectuados en contextos diferentes para generar una mayor fuerza argumentativa en la
investigación, aportando datos esenciales para construir un conocimiento relevante sobre el
tema.
3.2.2. Análisis documental.

Una vez que se han recogido y recopilado los datos de la investigación, deben someterse a
un proceso de análisis crítico que permita establecer y generar posibles alternativas de acción.
En sentido, el principal objetivo de aplicar un análisis de contenido es determinar los
fundamentos para desarrollar estrategias de solución al factor que se estudia, especificando
las actividades de mejoramiento que se deben aplicar. En este caso, la actividad de
mejoramiento es una guía metodológica para la aplicación de un diagnóstico integral de
gestión documental en las entidades encargadas de llevar a cabo las acciones del posconflicto.
Por otro lado, según lo afirma Krippendorff (1990), el análisis documental es una
técnica de investigación diseñada para definir y formular, a partir de la recolección de una
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serie de datos, inferencias válidas que puedan ser aplicables a su contexto. Para poder aplicar
un análisis de datos ha sido preciso seguir los siguientes pasos en la investigación:
1) Definir un problema de investigación
2) Definir la población.
3) Definir categorías de investigación.
4) Diseñar un proceso recolección de la información.
A partir de la aplicación de estos pasos, ha sido posible generar un análisis de
resultados que permita identificar las acciones y estrategias que se deben emprender para
mejorar o solucionar el fenómeno estudiado.

3.3.

Descripción del escenario, actores, casos o población muestra

Teniendo en cuenta que el objetivo es proponer una política publica para la aplicación de un
diagnóstico integral de gestión documental en las entidades encargadas de llevar a cabo las
acciones del posconflicto, desde los cambios y retos planteados en Colombia desde el punto
de vista técnico y normativo, la población la componen las entidades creadas en medio de un
escenario de posconflicto en Colombia.
Estas entidades tienen importantes funciones como prestar ayuda humanitaria,
propiciar escenarios de diálogo y reconciliación, reparar de manera integral a las víctimas del
conflicto, identificar los diferentes hechos violentos que se desarrollaron, reconocer a los
responsables y culpables de los atentados, establecer estrategias de apoyo y promover el
desarrollo de la población más vulnerable debido a las consecuencias de la guerra.
En particular, se tienen en cuenta las siguientes entidades:


Unidad de Víctimas.



Jurisdicción especial para la paz.



Reforma Agraria Integral.
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Comisión para el Establecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición
(CEV).



Unidad de Búsqueda de personas dadas por desaparecidas en el contexto y en razón
del Conflicto Armado (UBPD)

3.4.

Procesamiento de la información

Para ser eficaz, el análisis documental y el proceso de revisión de literaria sobre atenuadores,
ciencias duras y blandas y traducción, debe realizarse de forma sistemática, y las
conclusiones a los cuales se llegue mediante su aplicación deben estar respaldadas por
pruebas e instrumentos que den cuenta de manera precisa de los problemas que se pretenden
mejorar.
De acuerdo con lo anterior, se utilizará como instrumento una ficha de recolección de
datos, que se muestra en la tabla No. 2, en la cual se registra la información bibliográfica de
cada referencia, el resumen y su aporte específico en el desarrollo de las categorías de análisis
que hacen parte de la investigación.
Tabla 2. Ficha de recolección de datos
TEMA

Resumen:

AUTOR

FUENTE

AÑO
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Conclusiones:

Ejemplos:

Fuente: Elaboración del autor.
El uso de estas fichas permite establecer análisis comparativos entre los resultados de las
investigaciones y artículos analizados, con el fin de dar respuesta a la pregunta de
investigación.

3.5.

Fases de la investigación

En la tabla No 3. Se muestran las fases de la investigación.
Tabla 3. Fases y descripción
Fases

Descripción

Revisión de literatura

En la primera fase de investigación se
realiza

una

selección

y

análisis

de

bibliografía que permita desarrollar los
conceptos claves para el desarrollo de la
investigación,

como

la

Gestión

Documental, la administración de archivos
y la eficiencia en la administración pública.
Diagnóstico y diseño de la guía

En la segunda fase se analizan los elementos
y

procesos

asociados

a

la

Gestión
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Documental

en

las

entidades

del

posconflicto, reconociendo las limitaciones
y problemas que pueden ser solucionados
mediante la aplicación y el desarrollo de la
guía propuesta.
Resultados y conclusiones

Finalmente, se presentan las conclusiones
de la investigación a la luz de las variables
previamente desarrolladas, proponiendo las
conclusiones y las recomendaciones.

Fuete: Elaboración propia

Capítulo IV. Análisis de resultados
4.1. Las Entidades, Procesos e Información en el Marco del Posconflicto.
4.1.1. Las entidades creadas en el marco de la Ley 1448 de 2011
Por medio de la Ley de Víctimas se dictan y establecen un conjunto de medidas de atención
y asistencia para reparar de manera integral a las víctimas del conflicto armado colombiano.
Esta Ley se ha generado como un compromiso político del Estado, que tiene la finalidad de
reconocer los derechos de las víctimas y la forma en que se han visto vulnerados a través del
desarrollo y del impacto del conflicto armado, priorizando la atención de las víctimas por
medio de la ayuda y de los servicios que provee el Estado, y garantizando la ejecución de
una atención diferenciada, de acuerdo con las características y necesidades de la población
afectada (Acción Social, 2012).
En el marco de esta ley se creó la Unidad de Víctimas, que tiene unos compromisos
esenciales relacionados con la protección de las víctimas del conflicto armado en el país, y
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con la disposición de una serie de ayudas y facilidades para que las personas puedan
desarrollar proyectos que les permitan enfrentar su situación.
4.1.1.1. Unidad de Víctimas.
La Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV) es una entidad
cuyo enfoque estratégico es el de acercar el Estado a las víctimas del conflicto, a través de
una coordinación eficiente de acciones que promuevan la participación de las víctimas en su
proceso de reparación. Ha sido un escenario de trabajo para el diseño, la implementación y
el seguimiento de políticas públicas de atención y proyectos enfocados a la atención y
reparación integral de las víctimas del conflicto armado en Colombia.
Esta entidad, en el 2012 diseñó un Modelo de Atención, Asistencia y Reparación
Integral a las Víctimas (MAARIV), con la intención de reconocer las necesidades y
capacidades de cada persona, establecer estrategias de apoyo a través de proyectos de
atención enfocados a la prevención, la atención de emergencias humanitarias, y la reparación
integral individual (Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las víctimas,
2013).
En particular, la UARIV se encarga de procesos de financiamiento y
cofinanciamiento de proyectos de impacto regional encaminados a beneficiar a la población
vulnerable en las diferentes regiones que componen el territorio nacional. Para dar
continuidad a su estrategia de apoyo, la entidad realiza convocatorias de Gestión de
Proyectos, a través de su página web, en la cual se incluyen una serie de documentos en los
cuales se explica la reglamentación, los requisitos, lineamientos y aspectos que deben ser
incluidos en su planeación (Unidad de Atención y Reparación a Víctimas, 2014a).
En este sentido, se puede afirmar que el desarrollo de políticas y planes
asistenciales por parte de la UARIV depende de la realización de estudios previos y
minuciosos para explicar de manera detallada las condiciones, necesidades,
características, rasgos y contextos de la población en torno a la cual se piensan
aplicar y desarrollar las fases de los proyectos. Para lograr esto, sin duda alguna,

43

resulta fundamental aplicar el desarrollo de una Gestión Documental adecuada, que
permita facilitar el flujo y análisis adecuado de la información.
En cuanto a los avances en que la entidad ha logrado desde su creación en el año
2011, se puede rescatar el desarrollo de un PGD (Programa de Gestión Documental), que ha
partido cumplir con una serie de requisitos normativos, económicos, administrativos y
tecnológicos. Gracias a ello la Unidad ha logrado mejorar los procesos que le permitan
almacenar y organizar información relevante sobre los programas de apoyo y sus
participantes.
Por otro lado, también se destaca un avance importante en la gestión del cambio, la
cual:
… es parte fundamental para el mejoramiento continuo del proceso de Gestión
Documental en la Unidad para la Atención y Reparación Integral a Victimas, donde
de acuerdo con la dinámica de los procesos estratégicos, misionales, de apoyo y de
evaluación, se considera que las actividades de Gestión Documental deben estar
automatizadas para facilitar la gestión de cada uno de los procesos, de tal forma que
sirva para la optimización de las actividades que se realizan de correspondencia y
archivo, así el grupo de gestión documental a corto plazo estandarizará la gestión de
la correspondencia y las comunicaciones oficiales dentro de la Unidad, logrando con
esto la normalización y una trazabilidad identificada de todos los documentos
enviados, recibidos y elaborados (Unidad para la Atención y Reparación Integral a
las Victimas, 2015, p.12.
Sin embargo, aún está pendiente el desarrollo de la gestión de documentos electrónicos
que permita tramitar toda la correspondencia y las comunicaciones oficiales, con el fin de
seguir mejorando en lo que tiene que ver con la racionalización de los trámites y la eficiencia
administrativa.
4.1.2. Las entidades creadas tras la aprobación de los acuerdos de Paz.
En septiembre del 2012, el presidente Juan Manuel Santos y los representantes de la guerrilla
de las FARC, anunciaron el inicio de un proceso de diálogos para poder finalizar el conflicto
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armado. La mesa de negociación se instaló el 18 de octubre de 2012, en Oslo (Noruega), y
continuó durante el 2013 en La Habana (Cuba), con la presencia de comisiones
representativas de ambos bandos, además de garantes internacionales.
El discurso desde el cual el gobierno argumenta la necesidad de promover un proceso
de paz, orienta su percepción hacia la reivindicación de los errores del pasado, ya que los
gobiernos anteriores no pudieron desarrollar estrategias eficientes para acabar con la
violencia, pues utilizaron enfoques que no eran apropiados (como los prolongados ataques
militares), o metodologías de diálogo mal planeadas y estructuradas (como el proceso de paz
del 2008, en el cual no se lograron concertar acuerdos relevantes, y no se pudieron formular
estrategias conjuntas, articuladas con unas reformas sociales y políticas para resolver el
conflicto).
Por su parte, los grupos guerrilleros justifican el nuevo proceso de paz como una
aspiración de poder reescribir la historia reciente del país, especialmente de los procesos de
paz anteriores, pues al no arrojar los resultados esperados generaron una gran desconfianza
a nivel nacional sobre las salidas del conflicto determinadas por el diálogo y los acuerdos.
En particular, a través del proceso de paz del presidente Juan Manuel Santos se emite el acto
legislativo 01 del 04 de abril del 2017, por medio del cual conforman dos entidades, que son
la Jurisdicción especial para la paz y la Reforma agraria integral.
4.1.2.1. Jurisdicción especial para la paz.
La entidad de la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) se incluye dentro del componente de
Justicia del proceso de paz, y se relaciona con la aprobación de amnistías e indultos, además
del análisis de los procesos y la situación de los prisioneros políticos. En el Acto Legislativo
No 01 del 04 de abril del 2017 se afirma que:
Los distintos mecanismos y medidas de verdad, justicia, reparación y no repetición,
en tanto parte de un sistema que busca una respuesta integral a las víctimas, no
pueden entenderse de manera aislada. Estarán interconectados a través de relaciones
de condicionalidad y de incentivos para acceder y mantener cualquier tratamiento
especial de justicia, siempre fundados en el reconocimiento de verdad y
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responsabilidades. El cumplimiento de estas condicionalidades será verificado por
la Jurisdicción Especial para la Paz (Congreso de Colombia, 2017)
Esto quiere decir que la JEP tiene la importante función de verificar el desarrollo de los
mecanismos de justicia y reparación integrados al proceso de paz en Colombia. Cabe tener
en cuenta que la JEP tiene un régimen legal propio, y ostenta la función central de administrar
la justifica de una manera transitoria y autónoma.
Un elemento importante en torno a la gestión documental es que la JEP:
[…] conocerá de manera preferente sobre todas las demás jurisdicciones y de forma
exclusiva de las conductas cometidas con anterioridad al 10 de diciembre de 2016,
por causa, con ocasión o en relación directa o indirecta con el conflicto armado, por
quienes participaron en el mismo, en especial respecto a conductas consideradas
graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario o graves violaciones de
los Derechos Humanos” (Congreso de Colombia, 2017, Capítulo II)
Este objetivo implica, sin duda alguna, unos procedimientos específicos y confiables
de Gestión Documental que ayuden a mejorar el acceso, consulta y análisis de los diferentes
documentos e información, con el fin de satisfacer el derecho de las víctimas a la justicia,
proteger sus derechos, y promover decisiones duraderas que ayuden a garantizar el desarrollo
de una paz estable y duradera.
Por otro lado, cabe tener en cuenta que los magistrados que integran la JEP tendrán
toda la facultad para desarrollar las normas procesales para ser presentadas al Gobierno
Nacional, las cuales deben contar con los principios de imparcialidad e independencia
judicial. Dentro de estas normas se incluyen las garantías procesales, sustanciales,
probatorias y de acceso, con la intención de que las víctimas puedan satisfacer sus derechos
a la verdad, justicia y reparación.
Finalmente, es importante explicar que una de las funciones centrales de la JEP es
aportar a la verdad en los caminos de construcción de paz y reparación de víctimas, para lo
cual debe contar con los elementos necesarios para ello, a través de la recopilación de
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informes y demás documentos que den cuenta de las conductas cometidas y de las
circunstancias de su comisión. Lo anterior con el fin de atribuir las responsabilidades de una
manera justa, administrando de manera adecuada la justica y ayudando así en la gestión de
una información determinante para la paz.
4.1.2.2. Reforma Agraria Integral.
La Reforma Agraria Integral (RAI) se ha establecido en el marco del proceso de paz actual
y de la terminación del conflicto, como un conjunto de medidas que ayudan a promover la
trasformación estructural del campo, con el fin de generar beneficios para la población
campesina, ayudando de esta manera a solucionar el problema de la repartición y posesión
de las tierras, que ha sido una de las principales causas que ayudaron a desatar el conflicto
desde sus inicios.
La RAI se establece desde una concepción del territorio como un espacio derivado de
unos procesos de construcción social e histórica determinados. Por tanto, el territorio se
concibe como la base para la competitividad y el crecimiento sostenido del país, y se
implementa a través de la función de las instituciones públicas y privadas que gestionan y
promueven el desarrollo.
La RAI se aplica a través de diferentes enfoques, los cuales pueden partir de un
enriquecimiento en torno a las habilidades y a los conocimientos de la población, a la
optimización de las técnicas para utilizar y administrar los recursos, al diseño de políticas
que generen una mayor equidad e igualdad entre la población, y al establecimiento de
proyectos que promuevan una conciencia sobre el cuidado ambiental y su importancia para
el bienestar de la población.
Por tanto, la RAI se establece a partir de la comprensión de que, en materia
agropecuaria las prioridades en un país deben ser, por un lado, las de satisfacer las
necesidades actuales de la comunidad, a través de los esfuerzos conjuntos del Estado y de la
población, teniendo en cuenta las implicaciones de las actividades para las generaciones
futuras; y por otro lado, potenciar y mejorar las capacidades de las personas, logrando así
mejorar sus conocimientos y sus oportunidades de crecimiento económico.
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En particular, la RAI se ha establecido como un punto fundamental dentro del acuerdo
de paz, a partir de los siguientes principios, señalados en el documento del Alto Comisionado
Para la Paz (2016):


Transformación estructural: Implica el desarrollo de mecanismos para promover
la trasformación rural, a partir de la equidad y la democracia.



Bienestar: Implica la necesidad de mejorar la calidad de vida de la población
campesina, garantizando la protección de los derechos y de las necesidades de las
comunidades.



Priorización: Se genera una priorización en los territorios más vulnerables.



Integralidad: Se ofrece una asistencia integral para la población, mejorando su
bienestar en cada uno de los componentes relacionados con las necesidades humanas.



Restablecimiento: Es fundamental reparar a las comunidades que han sido afectadas
de una u otra mera por el conflicto armado.



Participación: Es importante incentivar y promover la participación de las
comunidades, con el fin de promover políticas públicas coherentes con sus
necesidades y capacidades.

El desarrollo de la asistencia integral implica una metodología eficiente de Gestión
Documental, que permita disponer de una información organizada que ayude a identificar a
las víctimas, conocer la situación de los predios rurales y establecer así soluciones efectivas
que ayuden a mejorar la situación de las comunidades campesinas.
4.1.3. Las entidades organizadas mediante los Decretos 588 y 589 de abril de
2017
Los decretos 588 y 589 del 2017 tienen una conexidad objetiva y estricta con la
implementación del Acuerdo Final, y sus regulaciones no totalmente necesarias para el
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cumplimiento efectivo del acuerdo, ayudando en la consolidación de un proceso justo, y de
una paz estable y duradera. A partir de estos decretos se establece la organización de la
Comisión para el Establecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición, y de la
Unidad de Búsqueda de personas dadas por desaparecidas en el contexto y en razón del
Conflicto Armado, que en conjunto, tienen la finalidad de ayudar a esclarecer los hechos
ocurridos en el conflicto, para ayudar en los procesos de reparación de las víctimas y para
formular recomendaciones que eviten que se vuelvan a presentar hechos violentos en el
territorio nacional.
4.1.3.1. Comisión para el Establecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No
Repetición (CEV).
Los objetivos de esta comisión, organizada por el decreto 588 del 2017, son los de contribuir
en el esclarecimiento de los distintos hechos que se generaron en medio del conflicto armado
en Colombia, ayudando así a ofrecer una explicación más concreta sobre la complejidad de
la guerra y sus circunstancias. Por otro lado, es su función ayudar en el reconocimiento de
las víctimas, y de establecer las bases de un ambiente de diálogo en los territorios, con el fin
de mejorar las posibilidades de participación y comunicación.
La comisión tendrá un carácter independiente y transitorio, y debe velar por asegurar
la satisfacción del derecho a la verdad por parte de las víctimas. Para ello, debe contar con
un proceso de amplia participación, en el cual intervienen diferentes entidades del Estado
que disponen de la información necesaria para ayudar a esclarecer los casos. En el documento
de la Oficina del Alto Comisionado Para la Paz (2017), titulado: ABC Unidad especial para
la búsqueda de personas dadas por desaparecidas en el contexto y en razón del conflicto
armado, se explica que la comisión tiene la obligación de esclarecer el reconocimiento de:


Las prácticas que constituyeron graves violaciones de los derechos humanos.



Las responsabilidades colectivas por estas prácticas.



El impacto humano y social generado por esta clase de hechos violentos.



El impacto político de los atentados.
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El contexto histórico y social, y los efectos que desencadenaron los hechos.



Los factores que facilitaron o contribuyeron a la persistencia del conflicto.

Por lo tanto, se puede observar que el objetivo básico de la comisión implica la necesidad
de recopilar, gestionar y analizar una gran cantidad de información, que le permita esclarecer
los hechos y formular recomendaciones para evitar que vuelvan a suceder acciones violentas
en contra de la población, apoyando así en lo que tiene que ver con los procesos de reparación
integral a las víctimas.
4.1.3.2. Unidad de Búsqueda de personas dadas por desaparecidas en el contexto
y en razón del Conflicto Armado (UBPD)
El objetivo central de la unidad, organizada por el decreto 589 del 05 de abril del 2017, es el
de establecer lo acontecido a personas que fueron dadas por desaparecidas en razón del
conflicto armado, con el fin de contribuir a satisfacer los derechos de las víctimas y a
promover la verdad y la reparación integral. En este sentido, las funciones de la unidad son
importantes también para iniciar el desarrollo de acciones humanísticas que tengan por objeto
buscar e identificar a las personas que fueron dadas por desaparecidas y que, posiblemente,
aun se encuentren con vida. En el caso de que ya hayan fallecido, la tarea de la unidad es
ayudar a localizar y realizar la entrega digna de los restos a las familias.
Dentro de sus funciones, relacionadas con el manejo y gestión de la información, se
resaltan:


Poner en marcha planes de búsqueda por regiones.



Recolectar toda la información necesaria para establecer y definir el universo de todas
las personas que deben ser buscadas y localizadas.



Contrastar información que proviene de distintas fuentes, incluyendo fuentes
confidenciales que ayuden a determinar los procesos para orientar la búsqueda.



Acceder a bases de datos oficiales del Estado.
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Suscribir convenios con organizaciones de víctimas para acceder a nueva información
necesaria.



Entregar a los familiares reportes continuos de información, en los cuales se señalen
los avances que se han podido alcanzar.



Hacer informes periódicos a toda la comunidad, en donde se presente la forma en que
se ha logrado el cumplimiento de las funciones.
Como se puede evidenciar, cada una de estas entidades, para cumplir con sus

funciones, necesitan de unos procesos y metodologías estructuradas para producir, recopilar,
organizar, analizar y difundir la información, debido a la complejidad de sus objetivos,
relacionados con la reparación integral de las víctimas, el esclarecimiento de los hechos
violentos durante el conflicto, el apoyo a la población campesina, la redistribución justa de
las tierras que fueron expropiadas de manera ilegal durante la guerra y la proposición de
recomendaciones efectivas que ayuden a evitar cualquier tipo de hecho que pueda reavivar
el conflicto.

4.2. Diagnóstico Integral de Gestión Documental
En este apartado es importante analizar los elementos, pasos y consideraciones que deben
existir en un diagnóstico Integral de Gestión Documental, con fin de poder realizar,
posteriormente un diagnóstico sobre la forma en que se administran y gestionan los datos,
documentos e información por parte de las entidades del posconflicto que han sido
mencionadas.
Siguiendo las palabras de Moner (2006), la Gestión Documental hoy en día adquiere
un nuevo sentido e importancia dentro de las actividades propias de la administración
pública, pues es uno de los medios que garantizan la elección racional y la eficiencia de las
acciones gubernamentales. LA GESTIÓN DOCUMENTAL, por lo tanto, incluye un
conjunto de datos almacenados por medio de una estructura y un sistema determinado, con
el fin de satisfacer las necesidades y requisitos de organización y difusión de la información
en distintos tipos de entidades.
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Los datos se convierten en información cuando pasan de ser un conjunto abstracto de
documentos, a representar una solución concreta que ayuda a responder a las necesidades
particulares del usuario. Por lo tanto, los datos, documentos e información que contienen las
bases de datos deben poseer una alta calidad informática, la cual debe ser protegida mediante
sistemas de seguridad, decretos, normas y regulaciones que garanticen su uso y su
implementación adecuada.
La Gestión Documental no puede entenderse de forma aislada de la Gestión de
Información (GI) y la Gestión del Conocimiento (GC), pues están íntimamente ligadas
(Ponjuan, 2005). Entre estos tres elementos se establece una interactividad constante, que
“constituye una condición y un requisito para un adecuado trabajo con documentos,
información y conocimiento organizacional” (Ponjuan, 2005, p. 4). Todos los documentos
que serán objeto de una Gestión Documental comparten un tipo de conocimiento
organizacional que ha registrado una información específica que es útil para la
administración pública.
En este punto del análisis es importante considerar los planteamientos de la
Organización de Estados Americanos (OEA, 2003), según la cual el acceso a la información
es:
[…[ un requisito indispensable para el funcionamiento mismo de la democracia, una
mayor transparencia y una buena gestión pública, y que en un sistema democrático
representativo y participativo, la ciudadanía ejerce sus derechos constitucionales de
participación política, votación, educación y asociación, entre otros, a través de una
amplia libertad de expresión y de un libre acceso a la información. (p. 64)

Siguiendo el análisis sobre el diagnóstico de Gestión Documental que se ha aplicado en
instituciones como a la Agencia Colombiana para la Reintegración (2015), y al documento
titulado Programa de Gestión Documental de la UARIV (2015), dicho diagnóstico evalúa
una serie de elementos que permiten dar cuenta de los procesos que regularmente se utilizan
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para recopilar, organizar y hacer uso de la documentación y de la información. Dichos
procesos son:


Gobierno de Gestión Documental: Incluye un análisis sobre las responsabilidades,
el acompañamiento de la dirección y los diferentes aspectos administrativos desde los
cuales se regula y se orienta la Gestión Documental en una entidad determinada.



Administración de documentos físicos y electrónicos. Se incluyen los siguientes
aspectos de evaluación:
 Creación: Si observa si los documentos que son creados se establecen mediante
un conjunto de procedimientos planificados en los que cuales se definan con
precisión el formato, la característica y el tipo de información.
 Mantenimiento: Se refiere a los procedimientos que ayudan a mantener la
integralidad física y técnica de los documentos.
 Difusión: Incluye el análisis y evaluación de los procesos y requisitos que existen
para el acceso, e acceso, consulta, recuperación y clasificación de la información.
 Administración: Se relaciona con los distintos tipos de procedimientos que
permiten administrar todas las operaciones relacionados con los documentos.



Tecnologías y sistemas de información: El desarrollo e implementación de los
sistemas de información es un elemento clave que deben asumir las entidades, por
medio de la participación efectiva de cada una de las áreas que la componen, para
enfrentar las constantes dinámicas y la evolución del mercado, y para generar un valor
agregado a los clientes, logrando satisfacer sus necesidades.



Procesos de la gestión documental: Se analizan elementos como la planeación,
producción, gestión y trámite de los documentos. Además, se examinan los
mecanismos de organización y trasferencia, la disposición de los documentos y la
valoración de los mismos.
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Instrumentos de gestión documental: Son herramientas que cumplen una serie de
propósitos específicos para ayudar en los procesos de gestión documental. Se trata de
observar si se aplican herramientas como inventarios documentales, mapas de
proceso y flujos documentales, tablas de control de acceso, cuadros de clasificación,
bancos terminológicos y planes institucionales de archivos.



Contexto normativo y legal: Se analiza se la entidad cumple con el contexto
normativo y legal relacionado con la Gestión Documental y con las funciones
archivísticas.



Condición de los archivos físicos y electrónicos: Se observa cuál es la calidad física
y técnica de los archivos y documentos, y si tienen la disponibilidad y accesibilidad
necesaria.

Ya que se han explicado algunos elementos generales en torno al diagnóstico integral de
la Gestión Documental, es importante observar cómo se maneja el tema en algunas de las
entidades del posconflicto reseñadas. Por ejemplo, la UARIV (2010) ha desarrollado un
documento titulado “Programa de Gestión Documental”, en el cual se definen las actividades
planeación cuyo fin es estandarizar el Proceso de Gestión Documental de la Unidad. En la
tabla No. 4 se muestran dichas actividades.
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Tabla 4. Lineamientos de planeación en la gestión documental de la UARIV

Lineamientos

Criterio

Planeación

Administración
documental

Actividades


Actualizar los Registros
Activos de Información



Actualizar
Cuadro
de
Clasificación de Documental



Elaborar y Actualizar Tablas de
Retención Documental



Elaborar y Actualizar
Inventarios Documental



Revisión Mapa de Procesos



Diseñar Flujos Documentales



Diseñar el Sistema Integrado de
Conservación



Definir las directrices de
transferencias documentales



Elaborar las Tablas de Control
de Acceso y aplicar las políticas
de seguridad.



Diseñar Banco Terminológico
Actualizar el Programa de
Gestión Documental



Elaborar y actualizar el Plan
Institucional
de
Archivo
Administración Técnica del
Sistema de Gestión Documental

de

los
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Lineamientos

Criterio

Actividades

Directrices para la
creación y diseño de
documentos



Actualizar Procedimientos
formatos Asociados

Sistema de gestión de
documentos
electrónicos



Diseñar modelo de requisitos
mínimos de implementación del
certificado
digital
de
la
documentación contractual de
acuerdo con la Tablas de
Retención Documental



Diseño del Programa de Gestión
de Documentos Electrónicos



Implementación de firma digital
en la Unidad

Mecanismos de
autenticación

y

Fuente: Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Victimas. (2015). Programa De
Gestión Documental PGD.
Como se puede apreciar, en este programa de gestión documental se han
contemplado, de manera integral, diferentes tipos de elementos que se deben considerar en
el desarrollo de una Gestión Documental efectiva, que ayude a mejorar el tratamiento y
gestión de la información. Sin embargo, cabe tener en cuenta que, de las entidades para el
posconflicto analizadas, solamente la UARIV ha diseñado un programa de Gestión
Documental, lo cual evidencia la necesidad de diseñar una metodología que permita
establecer los objetivos y necesidades de cada entidad, mejorando así el desarrollo de sus
funciones y el cumplimiento de sus metas.
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4.3. Armonización de la Gestión Documental con los Planes y Sistemas de
Gestión en las Entidades del Posconflicto
El Ministerio de Salud (2010), en el documento titulado “Programa de Gestión Documental”,
plantea que la función de desarrollar instrumentos y guías metodológicas para orientar la
Gestión Documental es la de encausar y estructurar la organización y administración de
archivos, con el fin de generar centros de información útiles y eficientes, que ayuden a
mejorar los procesos de toma de decisión y se comprensión de las características y
particularidades de un entorno social.
Se puede apreciar, por lo tanto, que las metodologías de Gestión Documental tienen
ante todo una función práctica, que permita garantizar unos procesos confiables y seguros de
administración de la información, con la finalidad de orientar las decisiones que deben tomar
de manera frecuente las entidades públicas. Las herramientas metodológicas de este tipo,
siguiendo el planteamiento del Ministerio de Salud (2010):
[…] involucran el entorno institucional y el dinamismo cotidiano de la producción
documental física y virtual, apoyado en la responsabilidad especial que tienen los
funcionarios en la organización, conservación, uso y manejo de los documentos; así,
como en la urgente necesidad de simplificar los trámites en los procesos
administrativos; racionalizar los recursos humanos, físicos y financieros, y fortalecer
la transparencia en la gestión de la Entidad (p. 4).
Según las palabras de Knoepfel, Larrue, Subirats y Varone (2008), las guías metodológicas
para la Gestión Documental deben cumplir una serie de objetivos y principios, dentro de los
cuales se resaltan:


Facilitar el desarrollo de los diferentes procesos relacionados con la gestión de la
información pública, desde el momento que se crea hasta su disposición final.



Establecer pautas, mecanismos y procedimientos específicos para cada una de las
fases de recepción, conservación, clasificación y organización.
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Ayudar a determinar los tipos de documentos que requieren de una conservación
permanente o eliminación del archivo.



Ayudar a definir procedimientos para que la publicación y divulgación de la
información sea adecuada, satisfaciendo los criterios legales y las necesidades de la
población.



Apoyar en la eficiencia, responsabilidad y trasparencia de cualquier tipo de entidad
que maneje y administre documentos públicos.

Tabla 5. Principios de la Gestión Documental en entidades del posconflicto

Principio

Descripción

Principio de respeto de los derechos
humanos

La actuación de los encargados en los procesos
de Gestión Documental, deben ayudar a
garantizar los derechos de la población que han
sido vulneradas debido al conflicto.

Principio pro-persona y pro-víctima

La Gestión Documental debe ayudar generar las
menores restricciones para el ejercicio de los
derechos de la población víctima.

Principio de protección y
salvaguarda de los archivos

Los archivos relacionados con el conflicto
armado en el país hacen parte del patrimonio
documental de la Nación, y por lo tanto se debe
impedir su sustracción, destrucción o alteración.

Principio de la debida gestión y
administración documental

La Gestión Documental debe ser fortalecida y
potenciada mediante procesos y metodologías
efectivas, que ayuden a mejorar la preservación,
acceso y difusión de la información.

Principio de máxima divulgación

Se debe garantizar el acceso de la información a
toda la sociedad y, especialmente, a la población
víctima que ha sufrido directamente las
consecuencias del conflicto armado.
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Principio de buena fe

Los encargados del manejo de la información
deben obrar de acuerdo con un conjunto de
principios y valores trasparentes y confiables.

Principio de Ética

Se debe garantizar la preservación de los
documentos, permitiendo el acceso imparcial a
la información y el cumplimiento de las medidas
de confidencialidad o reserva.

Principio de autonomía y
coordinación interinstitucional.

Debe existir una cooperación entre las distintas
entidades, con el fin de promover un manejo y
difusión adecuada de la información.

Principio de procedencia, orden
original e integralidad.

Los archivos se conformarán de acuerdo con los
criterios de producción en correspondencia a
funciones y orden natural, respondiendo a la
misión propia de las entidades.

Principio de gestión documental
como herramienta de garantía de
derechos.

Se debe facilitar el uso social de la información
para la garantía de los derechos a la verdad, la
justicia y la reparación integral.

Principio de enfoque diferencial

Se deben adoptar criterios diferenciales que
respondan a las particularidades y grado de
vulnerabilidad de los niños, niñas y adolescentes,
los adultos mayores, las mujeres, la población
LGTBI, los grupos étnicos, y las víctimas de
violaciones a los derechos humanos e
infracciones
al
Derecho
Internacional
Humanitario.

Fuente: Centro Nacional de Memoria Histórica. (2017). Protocolo de gestión documental.
Como se puede apreciar, la Gestión Documental resulta fundamental en un proceso
de posconflicto para ayudar en los procesos de reparación de las víctimas, para esclarecer los
hechos delictivos y proponer estrategias que ayuden a construir una paz estable. Sin embargo,
es preciso anotar que en Colombia existen una serie de dificultades que obstaculizan la
gestión de la información.
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Por ejemplo, muchos de los predios que son solicitados por las víctimas se encuentran
despojados y abandonados la actualidad, lo cual complica bastante los procedimientos
administrativos y judiciales. Por otro lado, en muchos de los territorios que son reclamados
es frecuente que aún haya minas antipersona que no han sido desactivadas, o incluso que se
sigan presentado situaciones de violencia que impiden el desarrollo de un proceso de
restitución adecuado.
Sin embargo, más allá de estas dificultades que impiden y entorpecen el curso natural
de los procesos de restitución de tierras, el principal problema es que los campesinos que han
sido víctimas del conflicto armado sostenían una relación indirecta con la tierra, es decir, no
la poseían legalmente, ni tenían ningún documento que los acreditara como dueños de la
tierra, pues simplemente se habían alojado en ella y habían comenzado a desarrollar allí sus
actividades productivas. Ante esta dificultad, la cooperación internacional, debe basarse en
capacitar a las entidades encargadas de la restitución de las víctimas en realizar procesos de
Gestión Documental detallados con la principal finalidad de formalizar las propiedades para
que puedan ser restituidas a las personas que les pertenecen.
Por otro lado, la Ley de Víctimas, que se ha establecido como uno de los principales
mecanismos para la restauración y la construcción estable de la paz enfrenta grandes
dificultades, principalmente en lo que tiene que ver con la ruta de Atención Humanitaria
Inmediata a la población vulnerada, pues no se han podido implementar las medidas y
estrategias que permitan atender a tiempo las necesidades más urgentes de las víctimas Por
ello, a pesar de haber alcanzado algunos logros iniciales, aún falta mucho para poder
satisfacer y restituir de manera integral a las víctimas del conflicto armado en el país.
Todos los factores que limitan los procesos de restauración y reparación pueden ser
solucionados mediante una Gestión Documental adecuada por parte de las entidades del
posconflicto, que deben establecer redes integrales de cooperación que ayuden a organizar y
a estructurar los procesos de acopio, recepción, mantenimiento, análisis, evaluación y
presentación final de toda la información relevante relacionado con el conflicto armado
colombiano.
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Capítulo IV. Propuesta de Política Pública para la elaboración del
diagnóstico integral de gestión documental en la administración
pública colombiana en el posconflicto

Teniendo en cuenta el análisis de las categorías que se ha planteado, y los hallazgos que se
han podido interpretar en torno a las posibilidades fortalezas y debilidades de las entidades
estudiadas frente a la gestión documental, a continuación se proponen los elementos que
deben orientar una propuesta de política pública para el desarrollo de un diagnóstico integral
de gestión documental en las entidades del posconflicto.
En primer lugar, para definir la política pública, es importante establecer cuál es el
modelo administrativo que se debe tener en cuenta para orientar los principios y enfoques.
Teniendo en cuenta la importante responsabilidad que debe asumir el Estado para la
orientación y definición de la política pública, en la medida en que orienta y dirige a las
diferentes entidades que hacen parte del posconflicto, se propone el modelo administrativo
“New Public Management”. En particular, este modelo se establece desde aspectos claves
como la descentralización, delegación y desregulación. Esto es importante para generar
nuevas capacidades en cada una de las entidades que hacen parte del posconflicto, las cuales
deben seguir los lineamientos planteados en la presente propuesta, para que de acuerdo con
sus necesidades de información y con los tipos de datos que manejan, establezcan iniciativas
particulares en lo que tiene que ver con los procesos de gestión documental.
Por otro lado, el modelo de New Public Management establece el privilegio en la
eficiencia de la gestión pública, y el aprovechamiento de los mecanismos de mercado como
una herramienta fundamental que debe orientar el desarrollo de los principios que orientan
la política pública. Finalmente, otro elemento clave de este modelo es que la orientación se
formula y se adecuado dependiendo de los resultados, de tal manera que en cada caso es
importante establecer mecanismos continuos de evaluación que permitan realizar los ajustes
necesarios.
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En la figura No. 1 se presentan los principios básicos del modelo administrativo New
Public Management.

Funciones del Estado

Entrega e iniciativa
privada

Énfasis

Externa: Misión y
resultados

Relación del empleo

Contratación individual

Estructura organizacional

Flexible, nuevas agencias,
delegación

Poder

Mayor autonomía del
gestor

Responsabilidad y control

Mecanismos de mercado,
contratación y objetivos

Figura 1. Modelo administrativo New Public Management
Fuente: Elaboración del autor

De esta manera, el modelo que se propone genera una serie de diferencias claves con el
paradigma de gestión burocrática radiocanal, el cual se centra precisamente en las
capacidades del Estado, reduciendo en gran medida las posibilidades de cooperación y
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participación de la población civil y de las entidades. En la tabla No. 6 se muestra un
comparativo entre ambos modelos de gestión.
Tabla 6. Modelo de gestión burocrático y modelo de gestión de nueva gerencia

Modelo de gestión burocrática

Modelo de gestión de nueva gerencia

Control de los insumos, como número de Medición enfocada en los resultados
funcionarios y gastos autorizados
Cumplimiento detallado de normas y Participación Ciudadana, cooperación y
procedimientos definidos centralmente

transparencia

Logro de productos, medición cuantitativa Los ciudadanos pueden evaluar calidad,
de los resultados.

cantidad y oportunidad de los bienes y
servicios recibidos a partir de perspectivas
cualitativas.

Fuente: Cepal (2011).
Ya que se ha definido el modelo que orienta la política pública que se propone, también se
deben reconocer las fases que orientan su implementación, las cuales son:


Definición de la agenda



Formulación y análisis de las alternativas



Toma de decisión



Implementación de la política



Evaluación de la política
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Cabe reconocer que la presente investigación se limita únicamente al diseño de las
dos primeras fases, ya que la toma de decisión, implementación y evaluación son temas que
le competen al Estado y a sus instituciones. Por tanto, a continuación se presentan los
elementos que se proponen en cada una de las dos fases

5.1. Definición de la agenda
5.1.1. Priorización y reconocimiento de problemas.

De acuerdo con el análisis que se ha planteado, los problemas que evidencian la necesidad
de promover una política pública para la gestión documental de las empresas que hacen parte
del posconflicto son los siguientes:


Las entidades encargas del posconflicto manejan una gran información asociada a
distintos tipos de procesos, que exige de la organización y estructuración de una
gestión documental que les permita mejorar el acceso y el buen mantenimiento de los
datos.



Estas entidades reciben continuamente enormes cantidades de documentos físicos
que guardan información relevante sobre comunidades víctimas de la violencia,
además de población que participa en el proceso de reintegración.



No hay en la actualidad una metodología o modelo clara de gestión documental para
las entidades del posconflicto.



Cada entidad maneja ciertos principios de gestión documental que no son uniformes
ni responden a una política clave estructurada que permitan orientar un mejor manejo
de la información.
5.1.2. Actores sociales.

La gestión documental adecuada implica el compromiso de cada una de las entidades del
posconflicto, además del Estado central que debe implementar los principios de la política
pública, y de la población que participa en los diferentes procesos y actividades
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promocionadas por este tipo de entidades, al desarrollar y diligenciar una documentación
clara que pueda ser archivada y consultada sin inconvenientes.
De esta manera, los actores sociales se conformen a partir de un conjunto de
relaciones participativas, que implican el desarrollo de procesos cooperativos, que permitan
mejorar en todo lo referente a los procesos de recepción, almacenamiento, acceso y gestión
de la documentación. Se debe reconocer que la información se establece como una
herramienta clave para organizar mejor los procesos de toma de decisión, y para avanzar en
el desarrollo de mejores estrategias que partan de una comprensión clara sobre la realidad
que viven los diferentes actores sociales que hacen parte del conflicto.
5.1.3. Participación del Estado.

Si bien el Estado tiene una función relevante al regular y orientar los principios de la política
pública, también es clave que se promueve un proceso de descentralización, que le permita a
cada entidad conocer y apropiarse de los principios que orientan el desarrollo de la política
pública, con la finalidad de alcanzar una mayor eficiencia en la gestión documental.
Finalmente, cabe tener en cuenta que las Políticas Públicas se pueden definir como
acciones de gobierno, cuyo objetivo es de interés público en la búsqueda de soluciones a
problemáticas que afectan a una determinada población, basadas en análisis y diagnósticos
de factibilidad para atender de manera objetiva problemas específicos, en cuya identificación
y construcción participa la ciudadanía (Arango, 2012).
La intención central de una política pública, por tanto, debe ser la de fomentar el
desarrollo de la justicia social, en la medida en que su intención principal es la de garantizar
la salud, el bienestar y el acceso a todos los servicios y bienes comunes para las comunidades,
estableciéndose como un complemento ideal en las reformas de la cobertura universal y de
la asistencia sociales. En general, este tipo de políticas deben garantizar el desarrollo de
comunidades y entornos que garanticen y promuevan el bienestar de las personas, por medio
de una atención primaria efectiva, del acceso universal sin restricciones a la alimentación, la
salud y la educación, y de la protección social.
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Por otro lado, según el planteamiento de Lahera (2004) las políticas públicas ayudan
considerablemente en el desarrollo sostenible de las regiones, generando cambios positivos
en donde se moviliza a toda la sociedad en torno a cuestiones relacionadas con la satisfacción
de las necesidades personales, proporcionando las bases de un entorno jurídico y social
favorable, y promoviendo el mejoramiento y en el bienestar de las personas.
Las políticas públicas han atravesado por una serie transformaciones fundamentales,
que tratan de responder a los cambios surgidos no sólo durante las últimas crisis de tipo
económico, sino a raíz de un replanteamiento sobre los derechos colectivos y universales.
Sin embargo, explican Aguilar y Lima (2007), en la mayoría de las sociedades el potencial
de las reformas en los diferentes sectores relacionados con la calidad de vida humana, pues
se aplican diferentes tipos de modelos para mejorar la atención, favorecer la competencia y
la investigación, así como la cobertura y la calidad de los diversos servicios, sin tener en
cuenta las particularidades y necesidades de la población en cada contexto determinado.
Es por ello que cada política pública que se diseñe debe partir de un análisis y
comprensión de los diversos elementos que componen el contexto social y cultural de las
personas, así como sus necesidades y sus problemáticas particulares. Se deben potenciar, por
tanto, escenarios y enfoques participativos que permitan reconocer las voces de la población,
y así desarrollar de manera conjunta una serie de estrategias encaminadas a mejorar de
manera efectiva su bienestar.
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5.2. Formulación y análisis de las alternativas
En la tabla No. 6 se presentan los elementos básicos que se deben tener en cuenta para el
diagnóstico integral del archivo.
Tabla 7. Elementos para el diagnóstico integral de archivo.

Elementos

Descripción
La intención es generar una visión conjunta

Reunión del comité del archivo

entre las distintas personas encargadas y
responsables del archivo, con el fin de
orientar

las

metas

y

objetivos

del

diagnóstico integral.
Es importante tener en cuenta y considerar
Recoger y analizar información de la
entidad

los diferentes documentos relacionados con
el archivo que se hayan desarrollado en la
empresa, con el fin de reconocer las
políticas y principios que han orientado la
Gestión Documental. En este proceso
también es clave tomar fotos que evidencien
el estado de los documentos antes de aplicar
el diagnóstico.
Se deben identificar los lugares en los cuales

Medición de los archivos de la empresa

se encuentran los documentos, ubicando los
depósitos y los archivos. La idea es realizar
una clasificación, para lo cual se puede
utilizar la Norma Técnica Colombiana
(NTC) 5029 que versa sobre la medición de
archivos.

67

Se compila la información aplicable a la
Observar e incluir los requisitos
normativos

entidad desde la regulación archivística
nacional que se desprende desde la Ley 594
de 2000 y sus decretos, acuerdos y
circulares complementarias, por otra parte
son incluidas las normas internacionales de
obligatorio cumplimiento para la gestión de
documentos,

registros

e

información

requerida desde la gestión de calidad y por
último, los actos administrativos que rigen o
adoptan la gestión documental de la entidad,
entiéndase, circulares, resoluciones etc.
En primer lugar se realiza medición de los
Evaluar y medir muestras de los
documentos

archivos totales tomando como base las
categorías de archivo de gestión, archivo
central y fondo acumulado. Lo anterior
aplicando la NTC 5029 expedida por el
Icontec

en

conjunto

con

el

AGN.

Posteriormente, se procede a tomar una
muestra que oscila entre el 3% y 5%, de la
documentación, con el motivo de establecer
el

grado de aplicación de procesos

archivísticos en la entidad y establecer un
indicador o resultado que permita mostrar a
las directivas y de este modo contar con su
apoyo para la priorización de los cursos
estratégicos

establecidos

como

parte

concluyente del diagnóstico.
Evaluar condiciones medioambientales

Se realiza mediante la medición de las
condiciones medioambientales de las zonas
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de almacenamiento documental a través de
la instalación de Termo higrómetros. En una
segunda instancia se realiza toma de
muestras microbiológicas de superficies y
documentación con el fin de establecer la
existencia de deterioro físico, químico o
bilógico de los documentos y si esta
condición se asocia a las condiciones
ambientales de la zona de archivo.
Informe final

Una vez se aplican todos los pasos
anteriormente descritos, se procede a
desarrollar el informe final para que pueda
ser presentado a los directivos de la entidad,
proponiendo los ajustes y mejoras que sean
necesarias.

Fuente: Elaboración propia.
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En la figura No. 2 se muestra la estructura de trabajo que se debe implementar en el proceso
de diagnóstico integral de archivos.

1. Inicio

2. Diagnóstico

3. Cierre

Diseño de fichas de
diagnóstico

Entrevista a los
procesos

Análisis de información

Diseño de cronograma
de trabajo

Mediciones de
condiciones
ambientales

Verificación procesos
archivísticos

Verificación de
procesos de
conservación
documental

Elaboración del
informe

Presentación del
informe

Aprobación del informe

Entrega y publicación
en la web
Figura 2. Proceso de diagnóstico integral de archivos
Fuente: Organizaciones Solidarias (2016)
También es clave que en la gestión integral del archivo se observen y se respondan los
siguientes interrogantes, con la finalidad de realizar un balance posterior que permita mejorar
la Gestión Documental:
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¿Existe un manual de funciones que oriente los principios, actividades y
prácticas de la Gestión Documental?

Sí


Sí


Sí


Sí


Sí

No

¿El archivo está organizado según el manual?
No

¿Existen tablas de valoración documental?
No

¿Existen tablas de retención documental?
No

¿Existe “comité interno de archivo”?
No
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Teniendo en cuenta la enorme cantidad de documentos que deben organizar y gestionar las
entidades del posconflicto, las categorías y los elementos que se deben observar y evaluar a
la hora de aplicar el archivo se muestran en la tabla No. 7.
Tabla 8. Categorías Del análisis integral de archivo
Categorías




Datos del archivo

Elementos


Denominación o nombre del archivo



Fecha de creación



Dirección



Correo electrónico



Página web



Municipio



Departamento



Nivel y tipo de archivo



Sistema de archivo de la entidad



Nombre



Nivel



Sector



Organismo al que pertenece



Carácter de la entidad fecha de la

Datos de la entidad

creación de la entidad
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Administración del archivo

Servicios que presta



Jefe de archivo



Nombre



Profesión



Capacitaciones



Descripción de las funciones del
archivo





Almacenamiento

Aspectos archivísticos



Tecnología de almacenamiento



Unidades de conservación



Seguridad de los documentos



Tipo de estantería



Organización de la documentación



Instrumentos

de

consulta

recuperación



Preservación



Instrumentos de control



Calidad del archivo



Tratamientos de conservación



Seguridad ocupacional



Prácticas de aseo personal

y
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Limpieza de la documentación



Sistema Integrado de Conservación
de archivos



Soporte de la documentación

De esta forma, la idea es tener en cuenta cada uno de estos elementos en cada entidad,
evaluando y proponiendo al final las recomendaciones que sean necesarias para mejorar los
procesos de Gestión Documental.
Por otro lado, se deben evaluar de manera conjunta los siguientes ítems, con el fin de
darle un enfoque integral al proceso:


Gobierno de Gestión Documental



Administración de Documentos Físicos y Electrónicos



Tecnologías / Sistemas de Información



Procesos de la Gestión Documental



Instrumentos de Gestión Documental



Contexto Normativo y Legal



Condiciones de los Archivos Físicos y Electrónicos



Diagnostico Archivos de Gestión Promedio

Para la calificación de dichos ítems, se proponen los siguientes rangos de interpretación y
calificación:
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Tabla 9. Rangos de calificación
Rangos de calificación e interpretación

Rango 1.0 – 1.9: Insuficiencia Critica
Rango 2.0 – 2.9: Insuficiente
Rango 3.0 – 3.9: Adecuado
Rango 4.0 – 5.0: Satisfactorio

Es muy importante que, para la aplicación del diagnóstico integral de las entidades del
posconflicto, considerando los elementos, pasos, consideraciones y rangos de evaluación que
se han planteado, tener en cuenta las particularidades de las entidades que se han creado en
medio del desarrollo de posconflicto en Colombia. Estas entidades deben manejar una
enorme cantidad de documentación, lo cual puede llegar a complicar el desarrollo de una
gestión eficiente.
En el caso de las entidades de posconflicto, la Gestión Documental se debe entender como
un proceso que permita mejorar el desarrollo sistemático archivístico de los procesos de
cualquier tipo de entidad, siguiendo estos tres objetivos básicos, que son:


Facilitar la identificación, gestión, clasificación, organización, conservación y
disposición de la información pública, desde su creación hasta su disposición final,
con fines de conservación permanente o eliminación.
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Reglamentar los temas relacionados con la gestión de la información pública en
cuanto a su adecuada publicación y divulgación, recepción y respuesta a solicitudes
de acceso a esta.



Ser la base conceptual y estructural para el desarrollo de los otros instrumentos de
gestión de información exigidos por la Ley. (Gobierno de Colombia, 2014, p. 3).
Por ello mismo, es importante mejorar la Gestión Documental en este tipo de

entidades a través de diagnósticos efectivos que ayuden a determinar los problemas y
limitaciones, y a proponer estrategias efectivas que ayuden a mejorar su desarrollo y
capacidad de respuesta efectiva a las necesidades de los consumidores.
Finalmente, en lo que tiene que ver con la medición del impacto de la política pública,
se puede implementar la Metodología de Reloj de Arena que parte de un análisis del marco
constitucional y normativo desde el cual se orientan los principios y lineamientos de la
política pública, para posteriormente analizar la agenda de gobierno, además de los
mecanismos que existen para su desarrollo. En la figura No. 3 se muestra la estructura
planteada en el reloj de arena.

Figura 3. Metodología de medición de la política pública
Fuente: Salamanca (2015).
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A través de cada uno de estos componentes que hacen parte de la medición del
impacto, es posible evaluar la política pública en el desarrollo de sus diferentes fases y
actividades, en lo que tiene que ver con términos de diseño, formulación y aplicación.
Además, de la medición también es clave para establecer y organizar mejor las
responsabilidades, evaluar el impacto fiscal de las propuestas, y mejorar de esta forma los
procesos de toma de decisión.
En este sentido, la medición del impacto se puede establecer a través de una
perspectiva integral y estructural, que permite partir de los programas y proyectos, para ir
reconcomiendo elementos asociados a los procesos de contratación, presupuestación y
gestión administrativa. De esta manera es posible analizar el papel que desempeña cada una
de las instituciones en lo que tiene que ver con la formulación y el desarrollo de las políticas
públicas, favoreciendo así esquemas de evaluación completos que apoyen nuevas estrategias
de cambio y reformulación de la política pública.

Conclusiones
- Discusión
La Gestión Documental (GD), se debe comprender como un proceso integral en el cual se
establecen diferentes etapas y fases, en las cuales intervienen las diferentes áreas y
dependencias de una organización o institución. En la Gestión Documental, una vez que se
han definido las fuentes que se utilizan para obtener la información, y la metodología que
implementa para acceder a ella y poder interpretarla, organizarla y gestionarla, se plantean
los objetivos de la investigación, se desarrolla el plan de análisis de datos, se aplican los
procedimientos y, finalmente, se evalúan los resultados (Ponjuan, 2005).
La Gestión Documental (GD) se entiende hoy en día como un elemento clave en el
cumplimiento de los fines del Estado, ya que incluye un “conjunto de actividades que
permiten coordinar y controlar los aspectos relacionados con creación, recepción,
organización, almacenamiento, preservación, acceso y difusión de conocimientos” (Russo,
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2009, p. 10). Sin embargo, como lo explica Pulido (2011) Es importante que el proceso
mediante el cual se obtiene, analiza, organiza, clasifica y difunde la información relacionada
con la Gestión Documental se encuentre sistematizado, que existan unos encargados y
responsables para cada una de las fases, y que se utilice una metodología particular que
permita organizar la información y evaluar continuamente el desarrollo de los datos.
En particular, la Ley 594 de 2000 (Ley General de Archivos) define a la Gestión
Documental como un conjunto de procedimientos y actividades de tipo técnico y
administrativo, que ayudan a mejorar en todo lo que tiene que ver con la planificación, el
manejo, organización y difusión de la documentación, datos e información que es producida
por las entidades en medio de sus actividades cotidianas, con el fin de facilitar no solo su
conservación y protección, sino también su utilización efectiva.
Desde la presenta investigación, por tanto, la Gestión Documental se entiende ante
todo como una práctica integral, que involucra el desarrollo de diferentes tipos de actividades
relacionadas con la producción, recepción, envió, difusión, trámite, protección, consulta y
disposición final de la información. Su función es fundamental, explica Eíto (2000), para
mejorar la eficiencia y agilidad en los procesos de las entidades, así como para promover la
coherencia entre el conocimiento y la realidad exterior, las necesidades de la población, las
características del contexto y las capacidades internas para enfrentar dicho conjunto de
demandas y necesidades.
Sin embargo, a pesar de la importancia de la Gestión Documental, muchas entidades
no se preocupan por implementar, mejorar y actualizar debidamente la información, lo cual
genera atrasos y fallas a nivel operativo, que reducen considerablemente la productividad de
los proyectos y de las iniciativas. En esta línea de ideas, explican Sierra y Giraldo (2010) en
la gestión de muchas dependencias municipales en Colombia aún no se han implementado
metodologías de Gestión Documental actualizadas, que incluyan una tecnología de punta
para la organización, recopilación y difusión de la información.
Por esta razón, los usuarios internos y externos deben recurrir a la obtención de datos
dispersos, que se encuentran en diversas entidades, sin ningún tipo de control, ya que no
existe un procesamiento estructurado ni un personal capacitado para el cumplimiento de las
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diferentes actividades informacionales. En conjunto, esto ocasiona la pérdida de tiempo y de
oportunidades, que se refleja en un detrimento progresivo del rendimiento y efectividad de
las entidades municipales.
Se puede decir que las entidades del posconflicto han experimentado en los últimos
años cambios radicales y sustanciales, debido a factores como el desarrollo de un nuevo
entorno socioeconómico, demográfico y sociocultural, que implica la necesidad de establecer
soluciones ágiles y efectivas que permitan garantizar un buen servicio para la ciudadanía,
atendiendo a sus múltiples necesidades debido a la complejidad del contexto y de las
problemáticas sociales. Además, teniendo en cuenta que este tipo de entidades manejan
recursos y temas de interés público, la implementación de sistemas de información integrales
y efectivos resulta vital para mejorar su imagen, productividad, atención al cliente y
modernización.
Teniendo esto en mente, se ha resaltado la necesidad de aplicar una guía práctica para
el diagnóstico integral de Gestión Documental, consistente en unos sencillos pasos de
aplicación, que permita mejorar la atención y la población y el manejo de una información
debidamente administrada y organizada. Se plantea la necesidad de definir, en cada entidad,
una muestra representativa en la cual se pueda realizar una observación y evaluación de los
archivos, con la finalidad de reconocer problemáticas y establecer de esta forma estrategias
viables y concretas para mejorar los procesos de Gestión Documental.

- Conclusiones desde lo Metodológico
La principal limitación del estudio ha sido la obtención de información sobre la Gestión
Documental de las entidades objeto de estudio, a excepción de la Unidad de Víctimas, en
virtud que la información sobre la forma en que manejan los procesos de Gestión Documental
no es de dominio público. Sin embargo, a través de la revisión de literatura y de la búsqueda
en las páginas web oficiales de las entidades, se pudo reconocer que solo la Unidad de
Víctimas se ha preocupado por desarrollar un proceso de Gestión Documental efectivo,
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incluyendo distintos tipos de programas y proyectos que ayudan a estandarizar bases de datos
que incluyen los datos de la población beneficiaria.
En este sentido, la imposibilidad de acceder a esta información obedece a que las
entidades se encuentran en proceso de implementación de la Ley 1712 de 2014, no obstante
en relación con la adopción del componente de gestión documental a pesar de ser sujetos
obligados en la materia, dicha situación entrevé que no se cuenta con apoyo para el desarrollo
de los planes, programas, proyectos planteados desde el ministerio de cultura, ministerio de
tecnologías de la información y el departamento administrativo de la presidencia de la
república, demostrando la necesidad de avanzar en el manejo, almacenamiento y
organización de la información. Por ello, se ha propuesto la elaboración de una guía de
diagnóstico integral de Gestión Documental, que ayude a mejorar estos procesos de Gestión
Documental, beneficiando de esta manera la respuesta, estructura y solidez de las entidades,
y apoyando a la vez el desarrollo de un proceso de posconflicto más efectivo.

- Conclusiones desde lo Teórico
Ahora bien, por medio de la Ley 1448 del 2011, más conocida como la Ley de Víctimas,
promovida como uno de los pilares del programa de gobierno Prosperidad Para Todos, y
como uno de los elementos fundamentales del posconflicto, se dictan medidas de atención y
asistencia para reparar de manera integral a las víctimas del conflicto armado colombiano.
Es un compromiso político del Estado, por medio del cual se identifican los derechos
de las víctimas y las maneras en que se vulneran a través del desarrollo y del impacto del
conflicto armado, priorizando la atención de las víctimas por medio de la ayuda y de los
servicios que provee el Estado, y garantizando la ejecución de una atención diferenciada, de
acuerdo con las características y necesidades de la población afectada. Por otro lado, la Ley
de Víctimas posee un carácter integral, puesto que la reparación debe efectuarse a través de
distintos compontes, como la restitución, indemnización, rehabilitación y garantías de no
repetición.
De acuerdo con el artículo 47 de la Ley 1448 del 2011, las víctimas deben recibir una
Asistencia Humanitaria Inmediata, de acuerdo con las necesidades relacionadas con el hecho
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victimizante. Dentro de la Atención Humanitaria Inmediata se contempla la obligación por
parte del Estado de socorrer y atender las necesidades de las víctimas en materia de
alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina, atención
médica y psicológica de emergencia, transporte y alojamiento transitorio en un lugar
condiciones dignas. Esto se logra a través de la acción sostenida y eficiente de un conjunto
de entidades que fueron creadas en razón del posconflicto. El artículo 47 es claro en que la
Asistencia Humanitaria Inmediata debe prestarse desde el mismo momento en que se produce
la violación de los derechos, o en el instante en el que las autoridades tengan conocimiento
de la misma.
Por lo tanto, el artículo 47 exige que haya una acción confiable y efectiva por parte
de las entidades del posconflicto, con la finalidad de atender de una manera adecuada a las
víctimas del conflicto en Colombia, proyectando así el camino hacia la paz y hacia la
reconciliación. Para ello, como se ha visto en la presente investigación, resulta vital
desarrollar una Gestión Documental adecuada, por medio de la aplicación de una
metodología de diagnóstico sencilla que permita tener en cuenta todos los pasos y procesos
que se deben realizar en cada entidad, mejorando de esta forma el almacenamiento y
administración de la información, y ofreciendo una mejor y más efectiva respuesta a las
víctimas.
Sin embargo, la Ley de Víctimas y las diferentes acciones que se han establecido al
interior del posconflicto como un medio para reparar a las víctimas, están muy lejos de ser
perfectas, y enfrentan grandes dificultades, principalmente en lo que tiene que ver con la ruta
de Atención Humanitaria Inmediata a la población vulnerada, pues no se han podido
implementar las medidas y estrategias que permitan atender a tiempo las necesidades más
urgentes de las víctimas, en medio de un contexto de continuidad del conflicto. Por ello, a
pesar de haber alcanzado algunos logros iniciales (como la adecuación institucional para
atender a las víctimas, la creación de una Unidad de Restitución y una de Reparación, la
participación de organizaciones pertenecientes a la sociedad civil, y el desarrollo de un
CONPES de víctimas), aún falta mucho para poder satisfacer y restituir de manera integral a
las víctimas del conflicto armado en el país.
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Uno de los principales factores que impide el desarrollo adecuado de la atención y
reparación integral, es la falta de conocimiento de la ley por parte de las mismas víctimas,
especialmente en las regiones más apartadas de las principales ciudades del país. Esta falta
de información se ha generado porque el gobierno, aunque ha puesto una especial atención
en ajustar las estructuras gubernamentales que permitan asistir de manera integral a las
víctimas, no ha generado el énfasis necesario para difundir y dar a conocer las características
de la ley, los procesos y los requisitos para acceder a ella; ni ha realizado mayores esfuerzos
para capacitar a las víctimas de una manera sencilla y didáctica en torno a las rutas de acceso
a la ley
Como consecuencia, los resultados alcanzados por la Ley de Víctimas no son
equiparables a la enorme planta de personal vinculada a la Unidad de Restitución y a la
Unidad de Reparación, a la gran publicidad que se ha generado sobre ella, y muchos menos
a las expectativas que tenían las víctimas en torno a una ley que finalmente les permitiría
obtener la asistencia adecuada para enfrentar su situación desfavorable.
Sin duda alguna, estos problemas que limitan las posibilidades de paz y reconciliación
que se pueden obtener en un escenario de posconflicto, pueden ser solucionados si se
implementa la Gestión Documental como un elemento básico y fundamental que ayude a
organizar, filtrar y administrar de una manera efectiva la enorme cantidad de información
que llega a las entidades encargadas de reparar integralmente a las víctimas, esclarecer los
hechos del conflicto y proponer estrategias de paz y de reconciliación.
Se puede decir que son tres las dificultades y falencias que presentan los proyectos y
entidades que se han generado en Colombia en un escenario de posconflicto, las cuales han
hecho que los avances tangibles en materia de reparación y restitución sean hoy en día
bastante limitados. En primer lugar, se reconoce la falta de estrategias y medidas para ejecutar
la Asistencia Humanitaria Inmediata en medio de un contexto de continuidad del conflicto.
En segundo lugar, el énfasis institucional que se le ha dado a la ley, con la creación de una
enorme agenda legislativa y de una nutrida planta de personal, lo cual contrasta con la
ausencia de mecanismos de tránsito que permitan orientar a las víctimas en torno a los
cambios que se han generado a nivel institucional. Y tercero, las pocas capacitaciones y la
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baja difusión de la ley en zonas apartadas del país, para que las víctimas conozcan las rutas
de ayuda, los procesos de restitución e indemnización y las entidades a las que pueden acudir
para recibir la Asistencia Humanitaria Inmediata.
En todos estos problemas, la Gestión Documental puede establecerse como un
elemento clave para mejorar el desarrollo y funcionalidad de las entidades del posconflicto.
Si bien la Unidad de Víctimas ha realizado avances importantes en el desarrollo de la gestión
de documentos, como la elaboración de un plan de Gestión Documental, además del
cumplimiento de una serie requisitos normativos, económicos, administrativos y
tecnológicos, las otras entidades que han sido analizadas (Jurisdicción especial para la paz,
Reforma Agraria Integral, Comisión para el Establecimiento de la Verdad, la Convivencia y
la No Repetición (CEV), y Unidad de Búsqueda de personas dadas por desaparecidas en el
contexto y en razón del Conflicto Armado (UBPD), no se han preocupado por desarrollar
diagnósticos integrales que les permitan verificar y evaluar el estado y la administración de
sus archivos e información. Por tanto, se ha reconocido la n necesidad de diseñar una
metodología que permita establecer los objetivos y necesidades de cada entidad, mejorando
así el desarrollo de sus funciones y el cumplimiento de las metas de las instituciones.

- Conclusiones desde los Resultados



Entidades del posconflicto
A través del análisis que se ha planteado sobre las diferentes entidades del

posconflicto, se puede apreciar que cada una tiene diversas funciones importantes en lo que
tiene que ver con la construcción de un camino hacia la reconciliación y a la aplicación de
mecanismos de justicia efectivos, relacionadas con la reparación integral de las víctimas, el
esclarecimiento de los hechos violentos durante el conflicto, el apoyo a la población
campesina, la redistribución justa de las tierras y la proposición de recomendaciones efectivas
que ayuden a evitar cualquier tipo de hecho que pueda reavivar el conflicto.
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. Por tanto, estas entidades requieren de unos procesos y de unas metodologías
estructuradas de Gestión Documental que les permita no solo recopilar y organizar la
documentación, sino también analizarla y difundirla de una manera adecuada la información,
debido a la complejidad de sus objetivos, y a la necesidad que tienen de prestar una ayuda
eficiente y oportuna a la población que se ha visto damnificada o perjudicada de manera
directa debido al desarrollo del conflicto.


Diagnóstico integral de Gestión Documental
El diagnóstico sobre la Gestión Documental de las entidades solo se pudo aplicar en

la Unidad de Víctimas, ya que las demás entidades no han generado ningún tipo de
documento en el cual expliquen los procesos de recolección, análisis y uso de los archivos.
Se pudo evidenciar que en el programa de Gestión Documental de la Unidad de Víctimas se
han desarrollado diferentes tipos de elementos que ayudan a mejorar la gestión y el
tratamiento de la información. Además del Programa de Gestión Documental, la Unidad de
Víctimas ha desarrollado avances en Gestión Documental como los TRDs y Pinar.
Los TRDs son Tablas de retención Documental que permiten enlistar las diferentes
series, subseries y sus tipos documentales en un instrumento de planeación operativa que
permite ejercer control sobre el flujo de documentos de la entidad independientemente de su
medio de almacenamiento o soporte, aplicando estrategias para la valoración y disposición
final de los documentos teniendo en cuenta los valores primarios y secundarios asociados al
ciclo de vida de la información institucional teniendo en cuenta el posconflicto, como evento
coyuntural asociado a la producción documental de las instituciones objeto de estudio.
Así las cosas, el control de este flujo documental permite el desarrollo de bases de
datos con la información y metatata de las personas beneficiarias, además de establecer una
subdivisión entre los proyectos a los cuales pertenecen.


Guía metodológica

Es importante aclarar la importancia de armonizar la Gestión Documental con los planes,
actividades y funciones de las entidades del posconflicto. En este sentido, es importante
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reconocer que en un proceso de posconflicto se generan dos tipos de poblaciones objetivos
que deben tener acceso a una información que debe ser presentada de manera efectiva y
explícita para su uso. Por una parte, se considera a la población en general, quienes deberán
tener acceso a la información estatal, que incluye:


Las condiciones de la contratación y compras públicas, para poder hacer pactos
legales con el Estado o para hacer veeduría de la forma en la que han sido



La información necesaria para ser beneficiario de acciones del gobierno, como partes
de políticas públicas o programas de incentivo económico, social o cultural



La información de convocatorias públicas.

Todos estos procesos deben ser estandarizados y regulados mediante la aplicación efectiva
de un proceso de Gestión Documental, que permita mejorar de manera progresiva el
tratamiento y manejo de la información, apoyando de manera estratégica la toma de
decisiones, y mejorando de esta forma el desarrollo integral de las entidades que fueron
conformadas con la necesidad de apoyar los escenarios, actividades, retos y objetivos
vinculados al posconflicto.

Recomendaciones
Las recomendaciones aquí presentadas están enfocadas en tres aspectos puntuales
mencionados en las conclusiones desde los cuales se encuentra mayor viabilidad de
desarrollar, en el menor tiempo posible, el diagnóstico propuesto en esta investigación. Estos
aspectos son, en primer lugar, la necesidad de que las entidades encargadas de procesos
relacionados con el posconflicto le den mayor importancia a la Gestión Documental,
implementando y actualizando la información que administran. En este sentido, es
importante que haya una alineación entre las entidades que aún no han aplicado de manera
seria y organizada la gestión documental y la guía propuesta con el fin de que se pueda
realizar una actualización constante del diagnóstico. De fondo, se propone una participación
más clara por parte de la Gestión Documental en incentivar y exigir la actualización de estos
procesos que las entidades no han implementad de manera que su actividad tenga mayor
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regularidad e impacto disminuyendo gradualmente el riesgo de que se presenten casos de
corrupción en todas sus formas (suplantación, copia, falsificación, etc.).
En segundo lugar, es recomendable que para logar un proceso de posconflicto más
efectivo, la guía metodológica conserve su estructura clara y de fácil comprensión. Esta guía
debe ser de fácil acceso, didáctica, sencilla y clara con el fin de que su implementación se
pueda hacer sin inconveniente. También es recomendable incentivar al seguimiento y
evaluación de esta con el fin de identificar requisitos de actualización o posibles mejoras. En
tanto que el posconflicto es un escenario nuevo que continuamente se está redefiniendo en
aspectos conceptuales y en su marco legal, es necesario que la guía también adopte la
flexibilidad necesaria para este tipo de consolidación del proceso.
Finalmente, se propone buscar mecanismos por medio de los cuales se difunda la guía
en los sectores más alejados y desprovistos de herramientas TIC con el fin de que el proceso
de gestión de documentos permita agilizar y garantizar la seguridad y confiabilidad de los
procesos referentes con el conflicto como la restitución de tierras o la identificación de
víctimas, desaparecidos.
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